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Este artículo aporta nuevas perspectivas a la pregunta: ¿qué tipo de con-
trol judicial debe ejercer la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
(CtIDH) en casos en contra de un Estado en el cual se ha implementado un 
programa masivo de reparaciones (PMR)? Particularmente, este contribuye 
a responder la pregunta: ¿qué tipo de ordenes de reparaciones debe adoptar 
esta Corte en dichos casos? Con el fin de alcanzar ese objetivo general, este 
artículo tiene dos objetivos específicos. Primero, este trabajo analiza crítica-
mente el punto de vista según el cual cuando la CtIDH ordena reparaciones 
en este tipo de casos debe necesariamente centrar su decisión sólo en las 
violaciones de los derechos humanos encontradas en el caso individual que 
se le presenta. Segundo, este trabajo propone un enfoque en el que la CtIDH 
examina las características de los PMR aplicables a los casos individuales 
presentados ante este Tribunal. Particularmente, la CtIDH debe evaluar si 
un determinado PMR cumple con las obligaciones del Estado en virtud de 
la Convención Americana de Derechos Humanos. Este trabajo utiliza un 
método cualitativo y cubre la perspectiva analítica, la de derecho internacio-
nal, la de derecho constitucional comparado y la normativa. Este artículo 
demuestra que el argumento de que la CtIDH debe limitarse a un enfoque 
de caso individual en el tipo de casos analizados es injustificado desde una 
perspectiva jurídica, analítica y normativa. La práctica internacional en ma-
teria de derechos humanos, la propia jurisprudencia de la CtIDH y la prác-
tica constitucional comparada, especialmente respecto a formas generales 
de control judicial por parte de tribunales de derecho público, proveen los 
principales fundamentos jurídicos de la tesis expuesta y del enfoque propue-
sto en este artículo. 
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no de Derechos Humanos.
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This article brings new perspectives to the question 
of  which type of  review the Inter-American Court of  
Human Rights (IACtHR) should adopt for remedies in 
cases involving a State where a Domestic Reparation 
Programme (DRP) has been implemented. Particularly, 
it contributes to answering the question: ¿which type 
of  remedies should adopt this Court in these cases? To 
meet this general objective, this paper has two speci-
fic objectives. First, it critically examines the view that 
posits that when the IACtHR orders remedies in the 
examined cases it should focus its decision on only the 
discrete human rights violations found in an individual 
case before it. Second, this article proposes an appro-
ach where the IACtHR reviews the characteristics of  
the DRPs applicable to individual cases brought before 
it. Notably, this Court should evaluate whether a given 
DRP meets State obligations under the American Con-
vention on Human Rights (ACHR). This paper uses 
a qualitative method and covers the international law, 
analytical, comparative constitutional law, and normati-
ve perspective. This article demonstrates that the argu-
ment that the IACtHR should limit itself  to an indivi-
dual case approach to remedies in the examined cases 
is unwarranted from a legal, analytical, and normative 
perspective. International human rights practice, the 
jurisprudence of  the Inter-American Court of  Human 
Rights and comparative constitutional practice, espe-
cially on general forms of  judicial review by public law 
courts, provide the main legal bases for the thesis put 
forward and the approach proposed in this article.
Keywords: Reparations. Domestic reparation pro-
grammes. Remedies. Transitional justice. General forms 
of  judicial review. Inter-American Human Rights Sy-
stem
1 Introducción
Los países de América Latina y otras regiones del 
mundo han adoptado cada vez más programas masivos 
de reparaciones (PMR), como parte de sus esfuerzos 
para hacer frente a violaciones de los derechos huma-
nos perpetradas en gran escala durante un conflicto 
armado o situación de represión. Como lo menciona 
Fabian Salvioli, el Relator Especial de la Organización 
de Naciones Unidas (ONU) sobre la promoción de la 
verdad, la justicia, la reparación, y las garantías de no 
reparación, las principales características de dichos pro-
gramas son las siguientes: 
Son procesos administrativos establecidos por 
los Estados con miras a hacer frente a una gran 
cantidad de víctimas, determinar quién puede alegar 
ser víctima y qué violaciones deben reparase, y 
establecer medidas de reparación (beneficios) por 
los daños sufridos. Están encaminados a velar por 
que las víctimas sean tratadas en pie de igualdad … 
dado que las víctimas que han sufrido el mismo tipo 
de violación se beneficiarán de las mismas formas 
de reparación.1 
Adicionalmente, los PMR proporcionan reparacio-
nes mediante un proceso sumario y sin la elevada carga 
y el estándar de prueba que se requieren en los procesos 
judiciales.2
Además de las ventajas logísticas que los PMR tie-
nen en comparación con reparaciones ordenadas por 
cortes nacionales, como se puede ver estos programas 
tienen un alcance general en dos importantes sentidos: 
En primer lugar, estos programas cubren a todas las víc-
timas que cumplen los criterios establecidos en dichos 
programas. En segundo lugar, estos programas usual-
mente establecen que deben aplicarse los mismos están-
dares de reparación a todas las víctimas que se encuen-
tren en la misma situación en el país en cuestión y que 
estén cubiertas por el PMR específico.3 Dado el alcance 
general de los PMR, las características que usualmente 
tienen las sociedades en transición y la importancia de 
1 Fabian Salvioli, Informe del Relator Especial sobre la promoción 
de la verdad, la justicia, la reparación, y las garantías de no repar-
ación, 11 de julio de 2019, documento. de la ONU A/HRC/42/45, 
párrafo 31 (en adelante ‘Salvioli, doc. de la ONU A/HRC/42/45’). 
2 Ver por ejemplo SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One 
Step Back: Reflections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-
American Court of  Human Righs on Domestic Reparation Pro-
grammes’. The International Journal of  Human Rights 22, n. 9, p. 1193, 
2018. Ver también CORREA, Cristian. ‘Reparations for Victims 
of  Massive Crimes. Making Concrete a Message of  Inclusion’. En: 
Victimological Approaches to International Crimes: Africa. LETSCHERT, 
Rianne et al. (ed.). Cambridge: Antwerp and Portland: Intersentia, 
2011. p. 203; DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Especial 
sobre la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las ga-
rantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU 
A/69/518, 3 (en adelante “informe de Pablo de Greiff  de 2014”); 
GARCÍA-GODOS, Jemima. ‘Victim Reparations in Transitional 
Justice - What is at Stake and Why’. Nordic Journal of  Human Rights, 
v. 26, n. 2, 2008.   
3 Ver por ejemplo, SALVIOLI, Fabian. Informe del Relator Espe-
cial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación, y las 
garantías de no reparación, 11 de julio de 2019, documento. de la 





















































































































aplicar estándares de reparación iguales a todas las víc-
timas en la misma situación en el país en cuestión, estos 
programas son medidas que potencialmente podrían ser 
muy importantes para proporcionar reparaciones en es-
tas sociedades.4 Los contextos de transición usualmente 
involucran un gran número de violaciones de los dere-
chos humanos y de víctimas, y los gobiernos de estas 
sociedades se enfrentan a importantes restricciones fi-
nancieras para satisfacer las numerosas necesidades que 
dichas sociedades tienen. 
Desde junio de 2013, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (CtIDH) ha decidido casos relati-
vos a los PMR establecidos en cuatro países de América 
Latina: Chile, Colombia, Guatemala y Perú.5 Ha surgido 
entonces la pregunta fundamental: ¿qué tipo de control 
judicial debe ejercer la CtIDH en casos en contra de un 
Estado en el cual se ha implementado un PMR? Espe-
cíficamente, ¿qué tipo de ordenes de reparaciones debe 
adoptar la CtIDH en dichos casos? La mejor manera 
de ilustrar estas preguntas es con un ejemplo de la vida 
real. Durante el conflicto armado interno que hubo en 
Guatemala entre 1980 y 1996, violaciones masivas a los 
derechos humanos fueron perpetradas.6 Según la Co-
misión de la Verdad de Guatemala, miembros de las 
Fuerzas Armadas perpetraron 626 masacres durante ese 
conflicto armado.7 En 2003, se estableció en Guatemala 
un PMR para reparar a las víctimas de violaciones de los 
derechos humanos durante ese conflicto.8 En 2004, la 
CtIDH decidió el caso de la masacre de Plan de Sánchez 
c. Guatemala. Se trata de la masacre de aproximadamente 
268 personas, la mayoría de ellas miembros del pueblo 
indígena Maya Achí; y el saqueo y destrucción de las vi-
viendas de los habitantes del pueblo de Plan de Sánchez 
4 Ver por ejemplo SALVIOLI, Fabian. Informe del Relator Espe-
cial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la reparación, y las 
garantías de no reparación, 11 de julio de 2019, documento. de la 
ONU A/HRC/42/45, párrafos 31, 32, 34.
5 Este artículo analiza abajo las decisiones relevantes de la CtIDH. 
Ver la sección denominada “Principales enfoques adoptados por la 
Corte Interamericana.” 
6 Para un análisis, ver por ejemplo, GARCÍA-GODOS, Jemima; 
SALVADÓ, Luis Raúl. Guatemala: Truth and memory on trial. En: 
SKAAR, E.; GARCIA-GODOS, J.; COLLINS, C. (ed.) Transitional 
Justice in Latin America. Londres: Routledge, 2016. 
7 GOBIERNO DE GUATEMALA. Comisión para el Esclarec-
imiento Histórico (1999). Guatemala: Memoria del Silencio, Conclusiones 
y Recomendaciones (Ciudad de Guatemala: Comisión para el Esclarec-
imiento Histórico), párrafo 86. 
8 Este PMR fue creado por un acto jurídico del Ejecutivo – i.e. Acu-
erdo Gubernativo 258-2003, y ha sido reformado por otros Acuer-
dos Gubernativos como el 539-2013.
y pueblos vecinos, entre otras violaciones a los derechos 
humanos.9 Guatemala solicitó a la CtIDH que esta úl-
tima se remitiera al PMR de Guatemala en su decisión 
sobre reparaciones.10 Este programa establecía repara-
ciones menos integrales y costosas que las ordenadas 
usualmente por la CtIDH. La CtIDH determinó que se 
violaron los derechos a la vida, al trato humano y a la 
propiedad, entre otros derechos.11  
En este tipo de contexto, la CtIDH debe responder 
preguntas tales como: ¿tiene esta Corte alguna flexibili-
dad al diseñar y dar órdenes de reparación en este tipo 
de casos? Concretamente, ¿podría la CtIDH concen-
trarse primero en evaluar si el PMR, que se aplica a un 
caso ante esta Corte, cumple con las obligaciones del 
Estado bajo la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos? Si se cumplen estas obligaciones, ¿podría 
la CtIDH remitirse a lo que establece un determinado 
PMR en su decisión sobre reparaciones? Dado que los 
PMR proporcionan medidas generales de reparación, 
este tipo de control por parte de la CtIDH tendría un al-
cance general. Por lo tanto, la CtIDH ejercería lo que en 
la práctica constitucional comparada se conoce como 
“una forma general de control judicial.” En formas ge-
nerales de control judicial, una Corte usa procedimien-
tos que buscan la adopción de medidas generales para 
resolver problemas que causan un patrón de violaciones 
a los derechos humanos o abusos repetitivos.12  
La CtIDH debe abordar una pregunta adicional: 
cuando este Tribunal ordena reparaciones en este tipo 
de casos, ¿debe necesariamente centrar su decisión sólo 
en las violaciones de los derechos humanos encontra-
9 CTIDH. caso de la masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, sen-
tencia de fondo, 29 de abril de 2004, párrafo 42.21; CTIDH. caso de la 
masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, sentencia de reparaciones, 
19 de noviembre de 2004, párrafo 49.4.
10 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA DE GUATEMALA. 
COPREDEH, 21 de mayo de 2004, RED-A-28-2004, punto 7, 15.
11 CTIDH. caso de la masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, sen-
tencia de fondo, 29 de abril de 2004, párrafos 47, 52.
12 Malcolm Langford describe los principales elementos de formas 
generales de control judicial. Según este autor, en estas formas de 
control, un tribunal examina un patrón de violaciones de los dere-
chos humanos o abusos repetitivos causados por problemáticas co-
munes, y utiliza procedimientos que tienen por objeto adoptar me-
didas generales para abordar esas problemáticas. Ver LANGFORD, 
Malcolm. ‘Social Rights Adjudication. An Interdisciplinary Perspective’. 
Tesis (Doctorado) Facultad de Derecho, Universidad de Oslo, 2014. 
p. 184, 192-304. Ver también RODRÍGUEZ-GARAVITO, César; 
RODRÍGUEZ-FRANCO, Diana. Juicio a La Exclusión: El Impacto 
de los Tribunales sobre los Derechos Sociales en el Sur Global. Bue-





















































































































das en el caso individual que se le presenta? Este enfo-
que puede denominarse “una forma de control judicial 
limitada a casos individuales” o “un enfoque de caso 
individual”. El alcance de esta forma de control judi-
cial es muy diferente al alcance de una forma general 
de control judicial. Igualmente, como se analizará más 
adelante, estas dos formas de control judicial llevarían a 
resultados muy diferentes en términos de derecho inter-
nacional y normativos. 
En la mayoría de sus decisiones dictadas entre junio 
de 2013 y noviembre de 2018, la CtIDH ha adoptado 
un enfoque de caso individual respecto a sus órdenes de 
reparaciones en este tipo de casos. De igual manera, los 
trabajos académicos existentes sobre este tema han de-
fendido implícitamente un enfoque de caso individual 
respecto a las órdenes de reparación que debe dictar la 
CtIDH en este tipo de casos.13 Como se examinará más 
adelante, el principio de la reparación integral ha sido 
considerado por la CtIDH y académicos como un fun-
damento clave para un enfoque de caso individual en 
el tipo de casos estudiados. Sin embargo, estos trabajos 
académicos y la CtIDH no han analizado las serias difi-
cultades jurídicas y normativas que plantea un enfoque 
de caso individual en los casos estudiados.14 Por ejem-
plo, un número significativo de expertos internacionales 
en derechos humanos ha sostenido que el principio de 
la reparación integral se elaboró partiendo del supues-
to de que lo que se pretende es la resolución de casos 
relativamente aislados, y no de violaciones de los dere-
chos humanos cometidas en gran escala como las que se 
abordan en contextos de transición.15  
13 Ver por ejemplo, SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One 
Step Back: Reflections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-
American Court of  Human Righs on Domestic Reparation Pro-
grammes’. The International Journal of  Human Rights, 22, n. 9, p. 1193-
1204, 2018. Si bien Geneviève Lessard parece hacer diferenciaciones 
según la forma de reparación de que se trate, ella defiende implícita-
mente un enfoque de caso individual de la CtIDH en el tipo de casos 
examinados, al menos en lo que respecta a indemnización. Ver GE-
NEVIÈVE, Lessard. ‘Preventive Reparations at a Crossroads: The 
Inter-American Court of  Human Rights and Colombia’s Search for 
Peace’. The International Journal of  Human Rights, v. 22, n. 9, p. 1221, 
2018. Para un análisis completo de este aspecto, ver abajo la sección 
“Posiciones adoptadas en estudios existentes.”  
14 Ver SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One Step Back: 
Reflections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-American 
Court of  Human Righs on Domestic Reparation Programmes’. The 
International Journal of  Human Rights, 22, n. 9, 2018; Lessard, ‘Preven-
tive Reparations at a Crossroads’. 
15 Ver por ejemplo, DE GREIFF, Pablo. ‘Justice and Reparations’, 
en The Handbook of  Reparations. Oxford: Oxford University Press, 
2006. p. 454. Para un análisis completo de esta crítica, ver abajo la 
Además, las investigaciones existentes sobre las re-
paraciones ordenadas por la CtIDH en el tipo de casos 
examinados no han analizado rigurosamente la posibi-
lidad de que esta Corte evalúe si un PMR, aplicable a 
un caso que se le presenta, cumple con las obligaciones 
del Estado en virtud de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos.16 Esta omisión es preocupante. En 
primer lugar, la práctica internacional en materia de de-
rechos humanos, la propia jurisprudencia de la CtIDH 
y la práctica constitucional comparada demuestran que 
la CtIDH puede ejercer por lo menos algunas formas 
generales de control judicial, en particular respecto a 
ordenes de reparaciones.17 En segundo lugar, como se 
analizará más adelante en este artículo, la CtIDH ejerce-
ría en el tipo de casos analizados una forma general de 
control judicial relativamente limitada. 
Este artículo busca aportar nuevas perspectivas a la 
pregunta: ¿qué tipo de control judicial debe ejercer la 
CtIDH en casos en contra de un Estado en el cual se 
ha implementado un PMR? Particularmente, este bus-
ca contribuir a responder a la pregunta: ¿qué tipo de 
ordenes de reparaciones debe adoptar la CtIDH en es-
tos casos? Con el fin de alcanzar ese objetivo general, 
este trabajo tiene dos objetivos específicos. El primero 
es analizar críticamente el punto de vista según el cual 
cuando la CtIDH ordena reparaciones en este tipo de 
casos debe necesariamente centrar su decisión sólo en 
las violaciones de los derechos humanos encontradas 
en el caso individual que se le presenta. Este artículo 
demostrará que el argumento de que la CtIDH debe li-
mitarse a un enfoque de caso individual en el tipo de 
casos examinados es injustificado desde una perspectiva 
jurídica, analítica y normativa. 
Segundo, este trabajo busca proponer un enfoque 
más matizado respecto a las órdenes de reparaciones 
que la CtIDH debe adoptar en el tipo de casos estudia-
dos que el de caso individual y otros enfoques que han 
sección titulada “Un enfoque de caso individual: Un análisis crítico”, 
subsección “¿Debe aplicarse el principio de la reparación integral en 
contextos de transición?”  
16 Ver SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One Step Back: 
Reflections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-American 
Court of  Human Righs on Domestic Reparation Programmes’. The 
International Journal of  Human Rights, 22, n. 9, 2018; Lessard, ‘Preven-
tive Reparations at a Crossroads’.
17 Para un análisis completo de este punto, ver abajo la sección titu-
lada “Un enfoque de caso individual: Un análisis crítico”, subsección 
‘Limitarse a un enfoque de caso individual en los casos estudiados 
es injustificado teniendo en cuenta los poderes de la Corte Inter-





















































































































sido propuestos. Este propone un enfoque en el que la 
CtIDH examina las características de los PMR aplicables 
a los casos individuales presentados ante este Tribunal. 
En especial, la CtIDH debe evaluar si un determinado 
PMR cumple con las obligaciones del Estado en virtud 
de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
Este artículo demostrará que la práctica internacional 
de los derechos humanos, la propia jurisprudencia de la 
CtIDH y la práctica constitucional comparada proveen 
fundamento para el enfoque que se propone en este 
trabajo. También demostrará que el enfoque propuesto 
responde bien a principios normativos relevantes.
Este trabajo utiliza un método cualitativo y cubre la 
perspectiva analítica, la de derecho internacional, la de 
derecho constitucional comparado y la normativa. En 
particular, las principales tesis de este artículo se funda-
mentarán en aportes analíticos y desarrollos recientes 
en la práctica internacional en derechos humanos y en 
la adjudicación comparada en materia de derechos fun-
damentales, especialmente respecto a formas generales 
de control judicial por parte de tribunales de derecho 
público.18 Estas tesis se basan también en aportes ana-
líticos claves de la literatura sobre reparaciones en con-
textos de transición, incluyendo en países en donde se 
han implementado un PMR y la CtIDH ha conocido 
uno o más casos en contra de uno de dichos países.19 
Debe clarificarse que la perspectiva normativa se refiere 
a cuestiones más amplias que aquellas recogidas en lex 
lata y que son importantes a la luz de principios demo-
cráticos bien establecidos en sistemas democráticos. 
En lo que sigue de este artículo, primero se examina-
ran las principales características de los PMR. Segundo, 
se analizarán las posiciones sobre la cuestión analizada 
adoptadas en las investigaciones existentes. Tercero, se 
estudiarán las principales posiciones adoptadas por la 
CtIDH sobre la cuestión examinada en su jurispruden-
18 Ver por ejemplo, Langford, ‘Social Rights Adjudication’, 184, 
192-304; Rodríguez-Garavito y Rodríguez-Franco, Juicio a La Ex-
clusión; Nino Tsereteli, ‘The Role of  the European Court of  Human 
Rights in Facilitating Legislative Change in Cases of  Long-Term 
Delays in Implementation’, en The International Human Rights Judiciary 
and National Parliaments: Europe and Beyond, Studies on Human Rights 
Conventions, eds. Andreas Føllesdal, Geir Ulfstein, y Matthew Saul 
(Cambridge: Cambridge University Press, 2017).
19 Ver por ejemplo, MERSKY, Marcie; ROHT-ARRIAZA, Naomi. 
‘Guatemala’. En: SALAZAR, Katya; ANTKOWIAK,Thomas. (ed.). 
Victims Unsilenced: The Inter-American Human Rights System and 
Transitional Justice in Latin America. Washington, DC: Due Process 
of  Law Foundation, 2007. p. 19-20, 29-30; Pablo de Greiff, ‘Justice 
and Reparations’.
cia. Cuarto, se examinará críticamente el punto de vista 
según el cual cuando la CtIDH ordena reparaciones en 
los casos examinados, debe necesariamente adoptar un 
enfoque de caso individual. Quinto, se propondrá un 
enfoque alternativo para responder de manera satisfac-
toria a las dificultades jurídicas y normativas que plantea 
un enfoque de caso individual. Por último, se presenta-
rán las principales conclusiones y argumentos de este 
trabajo.
2  Principales características de los 
PMR 
Primero, debe mencionarse que varias de las carac-
terísticas generales de los PMR fueron mencionadas 
previamente en la introducción, tales como su alcance 
general y que estos proveen medidas de reparación me-
diante un proceso sumario y sin la elevada carga y el 
estándar de prueba que se requieren en un entorno ju-
dicial. Segundo, debe agregarse que según los Principios 
y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos y de violaciones graves del de-
recho internacional humanitario a interponer recursos 
y obtener reparaciones existen cinco formas de repara-
ción: 1) restitución, 2) indemnización, 3) rehabilitación, 
4) satisfacción y 5) garantías de no repetición.20 Tradi-
cionalmente, los PMR se han centrado en indemniza-
ción, rehabilitación y restitución.21 Sin embargo, algunos 
PMR adoptados en América Latina en la última década 
han sido más completos. Además de indemnización, 
rehabilitación y restitución, abarcan ciertas formas de 
satisfacción. Específicamente, estos abarcan ciertas me-
didas de reparación simbólica que están directamente 
relacionadas con la búsqueda y el reconocimiento de 
la verdad. Ejemplos de estas medidas son las disculpas 
oficiales, la creación de museos y parques dedicados a 
20 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas 
de violaciones manifiestas de las normas internacionales de dere-
chos humanos y de violaciones graves del derecho internacional hu-
manitario a interponer recursos y obtener reparaciones, Asamblea 
General de la ONU, Res. 60/147, 16 de diciembre 2005, doc. de la 
ONU A/ RES/60/147 (en adelante “Los Principios y directrices 
básicos de Naciones Unidas sobre el derecho a interponer recursos 
y obtener reparaciones”).
21 Ver informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Espe-
cial sobre la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las 
garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU 





















































































































la memoria de las víctimas, el cambio de nombre de los 
espacios públicos y la restauración del buen nombre de 
las víctimas.22 Algunos de estos PMR incluyen también 
garantías de no repetición. Este es el caso del PMR de 
Colombia.23
Tercero, actualmente órganos y expertos interna-
cionales subrayan que las indemnizaciones individuales 
concedidas como parte de estos programas deben ir 
acompañadas del reconocimiento de responsabilidad y 
otras medidas para buscar verdad, justicia y garantías de 
no repetición.24 La CtIDH ha afirmado este requisito en 
su jurisprudencia.25 El Relator Especial de las Naciones 
Unidas, el profesor Salvioli, también ha incluido esto 
entre los requisitos mínimos que los PMR deben cum-
plir.26 El fundamento de este requisito es evitar que las 
indemnizaciones se consideren como un pago a cambio 
del silencio o la aquiescencia de las víctimas y sus fami-
lias.27  
Otra característica de estos programas es que las re-
paraciones individuales que conceden no se basan en 
el principio de la reparación integral. Pablo de Greiff  
22 Para un estudio de la práctica de los Estados respecto a PMR, 
ver Salvioli, doc. de la ONU A/HRC/42/45. Para análisis por parte 
de académicos, ver Sandoval, ‘Two Steps Forward, One Step Back’; 
informe de Pablo de DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Es-
pecial sobre la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las 
garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU 
A/69/518. p. 9. Para una enumeración ilustrativa de medidas de sat-
isfacción, ver los Principios y directrices básicos de Naciones Uni-
das sobre el derecho a interponer recursos y obtener reparaciones, 
Principio 22.
23 CONGRESO DE COLOMBIA. Ley de Victimas y Restitución de 
Tierras, Ley 1448/2011. https://www.unidadvictimas.gov.co/sites/
default/files/documentosbiblioteca/ley-1448-de-2011.pdf
24 Informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Especial 
sobre la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las ga-
rantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU 
A/69/518, párrafos 11, 83. Para puntos de vistas por parte de aca-
démicos, ver MOFFETT, L. Transitional Justice and Reparations: 
Remedying the Past? In: LAWTHER, C.; MOFFETT, L.; JACOBS, 
D. (ed.). Research Handbook on Transitional Justice. Edward Elgar, 2017; 
BORNEMAN, John. Political Crime and the Memory of  Loss. Indiana 
University Press, 2011. p. 11. 
25 Ver por ejemplo, CTIDH. Comunidades afrodescendientes desplazadas 
de la cuenca del río Cacarica (Operación Génesis) vs. Colombia, sentencia 
de 22 de noviembre de 2016, párrafo 326 (en adelante ‘Operación 
Génesis contra Colombia).
26 Salvioli, doc. de la ONU A/HRC/42/45, párrafo 44(d).
27 MOON, Claire. ‘‘Who’ll Pay Reparations on My Soul?’1 Com-
pensation, Social Control and Social Suffering’. Social & Legal Studies 
21, n. 2, 2012. p. 4-5, 10; Informe de Pablo de Greiff  de 2014, pár-
rafo 11; MOFFETT, L. Transitional Justice and Reparations: Rem-
edying the Past? In: LAWTHER, C.; MOFFETT, L.; JACOBS, D. 
(ed.). Research Handbook on Transitional Justice. Edward Elgar, 2017. 
p. 23. 
informa: “La experiencia con los programas masivos de 
reparación sugiere... que rara vez se intenta satisfacer 
este criterio.”28 El contenido de la obligación de repara-
ción según el principio de la reparación integral puede 
definirse de la siguiente manera: La reparación debe, en 
la medida de lo posible, eliminar todas las consecuencias 
del acto ilícito y restablecer la situación que, con toda 
probabilidad, habría existido si ese acto no se hubiera 
cometido.29
Esta definición fue adoptada por la Corte Perma-
nente de Justicia Internacional en su decisión en Factory 
at Chorzów, Alemania contra Polonia de 1928. Este dicta 
ha sido reiterado en muchas decisiones de cortes inter-
nacionales. Entonces, esta es una diferencia importante 
entre las reparaciones individuales concedidas por PMR 
y las ordenadas por tribunales tradicionalmente. Estas 
últimas se basan en el principio de la reparación integral. 
Mas adelante se analizará esta diferencia y sus efectos.  
Por último, respecto al uso de los PMR, el Relator 
Especial de las Naciones Unidas, el profesor Salvioli, 
informa lo siguiente: 
Estos programas se han utilizado en diversas par-
tes del mundo. Han abordado las atrocidades cometidas 
durante represión, como en la Argentina, Chile, Iraq o 
Marruecos, o durante conflictos, como en Bosnia y Her-
zegovina, Colombia, Guatemala, Iraq y Sierra Leona.30
3  Posiciones adoptadas en estudios 
existentes
Estudios existentes sobre la cuestión analizada han 
contrastado el enfoque de la CtIDH en sus decisiones 
sobre PMR dictadas entre noviembre de 2013 y octubre 
de 2016 con el enfoque respecto a reparaciones adop-
tado por esta Corte en la gran mayoría de casos con-
28 Ver informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Espe-
cial sobre la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las 
garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU 
A/69/518, párrafo 45. Ver también MALAMUD-GOTI, Jaime E.; 
GROSMAN, Lucas Sebastián; DE GREIFF, Pablo. ‘Reparations 
and Civil Litigation: Compensation for Human Rights Violations in-
Transitional Democracies’. En: DE GREIFF, Pablo. (ed.). The Hand-
book of  Reparations. Oxford: Oxford University Press, 2006.
29 TRIBUNAL PERMANENTE DE JUSTICIA INTERNAC-
IONAL. Factory at Chorzów, Alemania c. Polonia, reclamación por ind-
emnización, sentencia No 13, (1928) PCIJ Series A No 17, ICGJ 255 
(PCIJ 1928), 13 septiembre 1928, párrafo 47.





















































































































tenciosos. Cabe señalar que el enfoque adoptado por 
la CtIDH respecto a reparaciones en la mayoría de los 
casos contenciosos se ha basado en el principio de la 
reparación integral.31 Sin embargo, como se analizará, 
durante el período comprendido entre noviembre de 
2013 y octubre de 2016 la CtIDH se remitió a lo que es-
tablecen los PMR pertinentes sin exigir el cumplimien-
to de requisitos significativos.32 En este respecto, Clara 
Sandoval argumenta que: 
El tratamiento de la subsidiariedad [de la CtIDH] y su 
cambiante jurisprudencia sobre los PMR constituye 
un paso atrás, ya que están transformando los 
estándares interamericanos, tanto sustantivos como 
procesales, en materia de reparación sin argumentos 
jurídicos suficientes.33 
Clara Sandoval también afirma: “El cambio jurispru-
dencial [de la CtIDH] impide que las víctimas puedan 
obtener una reparación adecuada, rápida y efectiva del 
daño sufrido”.34 De los argumentos dados por Sandoval 
para apoyar esta y otras afirmaciones en el citado artícu-
lo, parece desprenderse que ella asume que, de acuerdo 
con el derecho internacional de los derechos humanos, 
el principio de la reparación integral debe necesariamen-
te ser aplicado por la CtIDH en un caso cubierto por 
un PMR. Esto a pesar de las características antes men-
cionadas de los escenarios de transición. Aunque ella 
no dice esto explícitamente, este supuesto parece estar 
implícito en varios de sus argumentos. Por ejemplo, en 
la sección de conclusiones, ella dice que una cuestión 
fundamental sobre la cual la CtIDH “todavía tiene que 
articular argumentos jurídicos adecuados y abordar... es 
si los estándares jurídicos aplicados por los PMR son 
compatibles o no con el derecho internacional de los 
31 Ver por ejemplo CTIDH. Velasquez Rodriguez vs. Honduras, sen-
tencia de reparaciones, 21 de julio de 1989, párrafo 26; CTIDH. 
Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, sentencia de 7 de junio de 2003, 
párrafo 149. Para análisis por parte de académicos, ver por ejemplo, 
Sandoval, ‘Two Steps Forward, One Step Back’; Thomas M. Ant-
kowiak, ‘Remedial Approaches to Human Rights Violations: The 
Inter-American Court of  Human Rights and Beyond’, Columbia Jour-
nal of  Transnational Law, 46, no. 2 (2008).
32 Ver por ejemplo, CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, sentencia 
de 20 noviembre de 2013; CTIDH. caso de Yarce y otros vs. Colombia, 
sentencia de objeciones preliminares, fondo, reparaciones y costos, 
22 de noviembre de 2016, párrafo 326.
33 SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One Step Back: Re-
flections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-American Court 
of  Human Righs on Domestic Reparation Programmes’. The Interna-
tional Journal of  Human Rights, 22, n. 9, p. 1204, 2018. 
34 SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One Step Back: Re-
flections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-American Court 
of  Human Righs on Domestic Reparation Programmes’. The Interna-
tional Journal of  Human Rights, 22, n. 9, p. 1203, 2018. 
derechos humanos …”.35 Otros autores que han escrito 
sobre el tema analizado adoptan la misma premisa.36 
Como se señaló anteriormente, las reparaciones 
individuales que conceden los PMR no se basan en el 
principio de la reparación integral. Entonces, una im-
plicación lógica de la premisa que estos autores parecen 
adoptar es que la CtIDH debe necesariamente rechazar 
toda solicitud de remisión a lo que establece un deter-
minado PMR en su decisión sobre reparaciones. En 
consecuencia, en los casos examinados la CtIDH siem-
pre tendría que centrar su decisión sobre reparaciones 
únicamente en las violaciones de los derechos huma-
nos encontradas en el caso individual que se le presente. 
En conclusión, puede decirse que, al adoptar la premi-
sa mencionada, estos autores han adoptado implícita-
mente un enfoque de caso individual en relación con 
las ordenes de reparaciones que la CtIDH debe adoptar 
en los casos analizados. Otros elementos de la obra de 
estos autores apuntan a la misma conclusión.37 
Además, estudios existentes sobre la temática ana-
lizada no han examinado de manera exhaustiva la po-
sibilidad de que la CtIDH evalúe si un PMR, aplicable 
a un caso ante la Corte, cumple con las obligaciones 
del Estado en virtud de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. Como se explicará más adelante, 
esta omisión es preocupante por varias razones.
El presente artículo hace aportes significativos a los 
trabajos académicos existentes sobre este y otros temas 
más amplios. Primero, la presente investigación demos-
35 SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One Step Back: Re-
flections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-American Court 
of  Human Righs on Domestic Reparation Programmes’. The Inter-
national Journal of  Human Rights, 22, n. 9, p. 1204, 2018. Ver también 
ibid., 1200-1201, y 1203-1204. Digo “parece” porque la posición de 
Sandoval sobre este punto no es suficientemente clara en su artículo.
36 Lessard adopta la misma premisa por lo menos respecto a indem-
nización. Ver GENEVIÈVE, Lessard. ‘Preventive Reparations at a 
Crossroads: The Inter-American Court of  Human Rights and Co-
lombia’s Search for Peace’. The International Journal of  Human Rights, 
v. 22, n. 9, p. 1221, 2018.
37 Ver por ejemplo, SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, 
One Step Back: Reflections on the Jurisprudential Turn of  the 
Inter-American Court of  Human Righs on Domestic Reparation 
Programmes’. The International Journal of  Human Rights, 22, n. 9, p. 
1200-1201, 2018 y 1203-1204; GENEVIÈVE, Lessard. ‘Preventive 
Reparations at a Crossroads: The Inter-American Court of  Human 
Rights and Colombia’s Search for Peace’. The International Journal of  
Human Rights, v. 22, n. 9, p. 1221, 2018. Como se mencionó ante-
riormente, Lessard defiende implicitamente un enfoque individual 
respecto a reparaciones por parte de la CtIDH en los casos exami-





















































































































trará que el enfoque de caso individual en el tipo de 
casos examinados es problemático desde el punto de 
vista jurídico, analítico y normativo. Segundo, este ar-
tículo propondrá un enfoque alternativo para respon-
der de manera satisfactoria a las dificultades jurídicas y 
normativas que plantea un enfoque de caso individual. 
Para fundamentar estas dos proposiciones, el presente 
artículo utilizará aportes analíticos y desarrollos recien-
tes en la práctica internacional en derechos humanos y 
en la adjudicación comparada en materia de derechos 
fundamentales, particularmente respecto a formas ge-
nerales de control judicial por parte de tribunales de de-
recho público.38 Tercero, este artículo tendrá en cuenta 
y complementará trabajos académicos existentes sobre 
temas más amplios sobre reparaciones en contextos de 
transición. Esos temas incluyen los efectos negativos 
que puede tener la significativa disparidad entre las me-
didas de compensación y rehabilitación ordenadas por 
la CtIDH y las proporcionadas por un PMR.39 También 
incluyen la cuestión de ¿hasta qué punto es aplicable 
el principio de la reparación integral en contextos de 
transición?40 En particular, además de examinar una 
cuestión no abordada en esta literatura, este artículo 
hace las siguientes contribuciones. En primer lugar, exa-
mina esos temas más amplios desde una perspectiva de 
derecho internacional y normativa, y su efecto agregado 
sobre el tema analizado. En segundo lugar, hace nuevos 
aportes basado en la jurisprudencia comparada en ma-
teria de derechos fundamentales y la práctica internacio-
nal de derechos humanos. 
38 Ver por ejemplo, Langford, ‘Social Rights Adjudication’, 184, 
192-304; Rodríguez-Garavito y Rodríguez-Franco, Juicio a La Ex-
clusión; Tsereteli, ‘The Role of  the European Court of  Human Rights 
in Facilitating Legislative Change in Cases of  Long-Term Delays in 
Implementation.’
39 Mersky y Roht-Arriaza, ‘Guatemala’, 19-20, 29-30; Roht-Arriaza, 
‘Central America, the Inter-American System, and Accountabil-
ity for International Crimes’, UC Hastings Research Paper, 2012, no 
6; Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, ‘Rule of  Law Tools for Post-Conflict States: 
Reparations Programmes’, 35-36. Para un análisis más general, ver 
Antkowiak, ‘Remedial Approaches to Human Rights Violations’.
40 Ver por ejemplo, Pablo de Greiff, ‘Justice and Reparations’; 
Rashida Manjoo, Informe de la Relatora Especial sobre la Violencia contra 
la Mujer, sus causas y consecuencias, 23 abril 2010, doc. de la ONU A/
HRC/14/22, párrafo 18. 
4  Principales enfoques adoptados por 
la Corte Interamericana 
En esta sección se analizarán los principales enfo-
ques adoptados por la CtIDH con respecto al alcance 
del control judicial que esta Corte debe ejercer en los 
casos estudiados. Particularmente, los enfoques de esta 
Corte a la pregunta: ¿qué tipo de ordenes de reparacio-
nes debe adoptar esta Corte en los casos examinados? 
Para esto, se analizaron las decisiones adoptadas por la 
CtIDH entre junio de 2013 y noviembre de 2018. Los 
principales criterios utilizados para establecer este pe-
ríodo fueron: Primero, la CtIDH ha emitido la mayoría 
de sus decisiones que abordan de manera sustantiva la 
cuestión analizada durante este período. Segundo, las in-
vestigaciones anteriores abarcan las decisiones dictadas 
hasta octubre de 2016.41 
La CtIDH adoptó un enfoque de caso individual en 
sus órdenes de reparaciones en sus decisiones dictadas 
desde al menos noviembre de 2004 hasta octubre de 
2013. De conformidad con ese enfoque, esta corte exi-
gió la plena observancia del principio de la reparación 
integral.42 Este Tribunal no examinó los PMR duran-
te este período. Por ejemplo, en el caso Masacres de Río 
Negro contra Guatemala, decidido en septiembre de 2012, 
la Corte ordenó que cualquier dinero pagado a las víc-
timas en el caso a través del PMR de Guatemala debía 
restarse de las reparaciones que ordenaría.43
En noviembre de 2013, la CtIDH cambió su posi-
ción sobre este tema. En el caso de Génesis contra Colom-
bia, decidido en noviembre de 2013, la CtIDH abrió la 
puerta para ejercer control judicial sobre los PMR. La 
CtIDH definió varios requisitos sustantivos que estos 
41 Ver SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One Step Back: 
Reflections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-American 
Court of  Human Righs on Domestic Reparation Programmes’. The 
International Journal of  Human Rights, 22, n. 9, 2018.
42 Ver CTIDH. caso de la masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, 
sentencia de reparaciones, 19 de noviembre de 2004; CTIDH. caso 
masacres de Río Negro vs. Guatemala, sentencia de excepción prelimi-
nar, fondo, reparaciones y costas, 4 de Septiembre de 2012, párrafo 
304. Para un análisis de los casos decididos durante ese periodo, ver 
Sandoval, ‘Two Steps Forward, One Step Back’. Para un análsis del 
caso de Plan de Sánchez Massacre v. Guatemala, ver abajo en la próxima 
sección, la subsección “Un enfoque de caso individual respecto a 
reparaciones conduce involuntariamente a un trato diferente a vícti-
mas en situaciones similares”.
43 CTIDH. caso masacres de Río Negro vs. Guatemala, sentencia de ex-
cepción preliminar, fondo, reparaciones y costas, 4 de Septiembre 





















































































































programas deben cumplir para que esta Corte pueda 
remitirse a lo que establece un determinado PMR en 
su decisión sobre reparaciones. En este caso, la CtIDH 
afirmó lo siguiente:
En [escenarios de justicia transicional], [los 
programas administrativos de reparación] deben 
entenderse en conjunto con otras medidas de 
verdad y justicia, siempre y cuando se cumplan 
con una serie de requisitos relacionados … con 
su legitimidad – en especial, a partir de la consulta 
y participación de las víctimas-; su adopción de 
buena fe; el nivel de inclusión social que permiten; 
la razonabilidad y proporcionalidad de las medidas 
pecuniarias …
Asimismo, un criterio de justicia respecto a la 
reparación pecuniaria debe involucrar aspectos que, 
en el contexto específico, no resulten ilusorios o 
irrisorios y permitan una contribución real para que 
la víctima enfrente las consecuencias negativas que 
dejaron las violaciones de derechos humanos en su 
vida.44
Sin embargo, la CtIDH no examinó si el PMR de 
Colombia establecido en la Ley de Víctimas cumplía con 
esos requisitos sustantivos. No obstante, la CtIDH men-
cionó que la Corte Constitucional de Colombia había 
reconocido que este PMR había sido un avance impor-
tante en este tema.45 La CtIDH también destacó varias 
características de la legislación de Colombia que estable-
cen medidas de asistencia, atención, reparación integral 
y restitución de tierras a las víctimas pertenecientes a las 
comunidades negras, afrocolombiana, raizal y palenque-
ra.46 En este caso, la CtIDH se remitió a lo que establece 
el PMR de Colombia respecto a algunas formas de re-
paración, en particular indemnización y rehabilitación.47 
Considero que el hecho de que la CtIDH no haya 
examinado si el PMR de Colombia cumplía los requisi-
tos sustantivos que esta Corte estableció es motivo de 
gran preocupación. Esta evaluación es necesaria para 
asegurar que el control judicial de los PMR por parte 
de esta Corte garantice plenamente los derechos de las 
víctimas y el papel de supervisión de la Corte.
En Yarce y otros contra Colombia, la CtIDH reiteró los 
requisitos sustantivos que enumeró en Genesis.48 La Cor-
44 CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, 20 de noviembre de 2013, 
párrafos 470-471.
45 CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, 20 de noviembre de 2013, 
párrafo 472. 
46 CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, 20 de noviembre de 2013, 
párrafo 473.
47 Ibid., párrafos 453, 475. 
48 CTIDH. caso de Yarce y otros vs. Colombia, sentencia 22 de noviem-
te agregó un requisito de procedimiento al afirmar lo 
siguiente: 
[E]n relación con la solicitud del Estado de que en la 
presente sentencia se haga una remisión al programa ad-
ministrativo de reparaciones [de Colombia], la Corte en-
tiende que para tales efectos hubiera sido necesario que 
Colombia … precise e individualice … la forma en que 
[las medidas de reparación establecidas en ese programa] 
aplicarían a cada una de las víctimas del caso …”49
Con base en este requisito de procedimiento, la CtI-
DH rechazó la solicitud de Colombia de que la Corte 
se remitiera al PMR de Colombia en su decisión so-
bre reparaciones. Una vez más, la Corte no analizó si 
el PMR de Colombia cumplía los requisitos sustantivos 
que identificó.
Sin embargo, en dos decisiones de la CtIDH dic-
tadas entre noviembre de 2016 y noviembre de 2018, 
esta Corte exigió de nuevo el cumplimiento pleno con 
el principio de la reparación integral. Con base en este 
requisito, la Corte rechazó las solicitudes de remisiones 
a los PMR realizadas por los Estados involucrados en 
estos casos. En el caso de la Aldea de Chichupac y comu-
nidades vecinas del municipio de Rabinal contra Guatemala,50 
uno de los principales argumentos que la CtIDH utilizó 
para rechazar la solicitud de Guatemala de que la Corte 
se remitiera al PMR de Guatemala en su decisión sobre 
reparaciones en el caso fue: “el Estado no ha demostra-
do que haya proporcionado una reparación integral a las 
víctimas en el caso...”.51 Basándose en este y otras razo-
nes, la Corte concluyó que procedería a evaluar la cues-
tión de las reparaciones en el caso de acuerdo con sus 
propios estándares y se centró en el caso individual.52  
De igual manera, en su decisión en el caso vereda la 
Esperanza contra Colombia, dictada el 31 de agosto de 2017 y 
bre de 2016, párrafo 326.
49 CTIDH. caso de Yarce y otros vs. Colombia, sentencia 22 de noviem-
bre de 2016, párrafo 328. 
50 CTIDH. caso de la Aldea de Chichupac y comunidades vecinas del muni-
cipio de Rabinal contra Guatemala, sentencia de excepción preliminar, 
fondo, reparaciones y costas, 30 de noviembre de 2016 (en adelante 
“caso de la Aldea de Chichupac contra Guatemala”). 
51 CTIDH. caso de la Aldea de Chichupac y comunidades vecinas del muni-
cipio de Rabinal contra Guatemala, sentencia de excepción preliminar, 
fondo, reparaciones y costas, 30 de noviembre de 2016 (en adelante 
“caso de la Aldea de Chichupac contra Guatemala”), párrafo 280.
52 CTIDH. caso de la Aldea de Chichupac y comunidades vecinas del muni-
cipio de Rabinal contra Guatemala, sentencia de excepción preliminar, 
fondo, reparaciones y costas, 30 de noviembre de 2016 (en adelante 





















































































































que es la más reciente decisión de la CtIDH sobre el tema 
estudiado hasta noviembre de 2018, esta Corte sostuvo 
que para decidir si debe remitirse a un determinado PMR 
en su decisión de reparaciones en un caso determinado:
… debe evaluarse si [el Estado] efectivamente 
reparó las consecuencias de la medida o 
situación que configuró la vulneración de 
derechos humanos en un caso concreto, si 
estas reparaciones son adecuadas, o si existen 
garantías de que los mecanismos de reparación 
interna son suficientes.53 
Vistas en conjunto, las tres alternativas del test jurídico 
adoptado por la CtIDH y la forma en que esta Corte ha 
interpretado estas alternativas en sus decisiones anteriores 
hacen razonable inferir que la Corte exige nuevamente la 
observancia del principio de la reparación integral como 
condición para remitirse a un PMR específico en un caso 
determinado. Sin embargo, en este caso, la Corte rechazó 
la solicitud de Colombia de remitirse al PMR de Colombia 
en su decisión sobre reparaciones en el caso, basándose en 
otros motivos.54 Por tanto, la Corte volvió a su posición 
inicial, basada en el principio de reparación integral.   
En conclusión, en la mayoría de las decisiones dicta-
das entre junio de 2013 y noviembre de 2018, la CtIDH 
adoptó un enfoque de caso individual en sus órdenes de 
reparaciones en el tipo de casos analizados. El principio 
de la reparación integral fue el argumento fundamen-
tal que esta Corte usó para adoptar este enfoque. Cabe 
señalar que la CtIDH ha sido una firme defensora del 
principio de la reparación integral frente a violaciones 
de los derechos humanos, desde sus primeras decisiones 
en casos contenciosos.55 La Corte ha hecho esto basán-
dose en la jurisprudencia56 y la práctica internacional.57  
53 CTIDH. caso de la Vereda La Esperanza vs. Colombia, 31 de 
agosto de 2017, párrafo 263. 
54 CTIDH. caso de la Vereda La Esperanza vs. Colombia, 31 de 
agosto de 2017, párrafos 264-265.
55 Ver por ejemplo, CTIDH. Velasquez Rodriguez vs. Honduras, sen-
tencia de reparaciones, 21 de julio de 1989, párrafo 26; CTIDH. 
Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, sentencia de 7 de junio de 2003, 
párrafo 149. Para análisis de este tema por parte de académicos, ver 
Sandoval, ‘Two Steps Forward, One Step Back’; Antkowiak, ‘Reme-
dial Approaches to Human Rights Violations’.
56 Ver por ejemplo Tribunal Permanente de Justicia Internacional, 
Factory at Chorzów, Alemania c. Polonia, reclamación por indemni-
zación, sentencia No 13, (1928) PCIJ Series A No 17, ICGJ 255 
(PCIJ 1928), 13 septiembre 1928, párrafo 47; Corte Internacional de 
Justicia, LaGrand (Alemania c. Los Estados Unidos), fondo, sentencia 
de 27 de junio de 2001, párrafo 48. Ver CTIDH. Velasquez Rodriguez 
vs. Honduras, sentencia de reparaciones, 21 de julio de 1989, párrafos 
25–28.
57 Ver por ejemplo, el artículo 31 y su comentario en el proyecto de 
artículos sobre la responsabilidad del Estado de 2001 preparado por 
5  Un enfoque de caso individual: un 
análisis crítico 
En esta sección, se analizará de manera crítica el 
enfoque de caso individual respecto a órdenes de re-
paraciones adoptado por la CtIDH en el tipo de casos 
estudiados. Se demostrará que hay varios defectos en 
este enfoque desde una perspectiva jurídica, analítica y 
normativa.
5.1  Diferenciando entre acceso y adjudicación 
definida de manera estricta ante la CtIDH, 
y la aplicación estricta del principio de la 
reparación integral 
Primero, debe diferenciarse entre acceso y adjudi-
cación definida de manera estricta ante la CtIDH, por 
un lado, y la aplicación estricta del principio de la re-
paración integral, por el otro lado. Estas se refieren a 
cuestiones diferentes. La garantía de acceso y de adjudi-
cación estrictamente definida ante la CtIDH se refieren 
a acceso y a adjudicación estrictamente definida. Por el 
contrario, la aplicación estricta del principio de la repa-
ración integral se refiere a las medidas de reparación. 
Debe especificarse que, en este contexto, ‘aplicación es-
tricta’ significa que el principio de la reparación integral 
debe ser aplicado independientemente de las caracterís-
ticas del PMR implementado en el Estado demandado.
La práctica constitucional comparada e investigacio-
nes sólidas sobre derechos fundamentales confirman 
que esas categorías se refieren a cuestiones diferentes. 
Según Malcolm Langford, la adjudicación de derechos 
suele implicar cuatro elementos: “1) la identificación de 
las obligaciones pertinentes; 2) la selección de [juicios o 
test jurídicos]; 3) la aplicación de dichas obligaciones a 
la reclamación a la luz de los hechos relevantes; y 4) dic-
tar las ordenes de reparaciones según sea necesario”.58 
Los tres primeros elementos se refieren a la “adjudica-
ción estrictamente entendida”, mientras que el cuarto 
se refiere a diseñar y ordenar las medidas de reparación. 
Otros académicos reconocidos también han hecho la 
la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas en 
CRAWFORD, James. (ed.) The International Law Commission’s Articles 
on State Responsibility: Introduction, Text, and Commentaries. Cam-
bridge: Cambridge University Press, 2002. p. 201 et seq.  
58 LANGFORD, Malcolm. ‘Social Rights Adjudication. An Interdisci-
plinary Perspective’. Tesis (Doctorado) Facultad de Derecho, Uni-





















































































































distinción entre “adjudicación estrictamente entendida” 
y diseñar y ordenar las medidas de reparación. 59 Con 
respecto a las dos últimas, la práctica constitucional 
comparada demuestra que las cortes de derecho público 
pueden ordenar muchos tipos de reparaciones más allá 
de la aplicación estricta del principio de la reparación 
integral en el caso individual involucrado. Estas órdenes 
de reparación comprenden control de leyes y declara-
ciones de invalidez de las mismas con efecto hacia el 
futuro.60 
Igualmente, es razonable argumentar que el derecho 
a la garantía y a la protección judicial reconocido en la 
Convención Americana de Derechos Humanos abarca 
acceso y adjudicación estrictamente definida ante la CtI-
DH. Por el contrario, este derecho no requiere necesa-
riamente la aplicación estricta del principio de la repara-
ción integral en el tipo de casos examinados.
5.2  ¿Debe aplicarse el principio de la reparación 
integral en contextos de transición? 
Como se analizó anteriormente, el principio de la 
reparación integral ha sido considerado por la CtIDH 
y varios académicos como un fundamento clave del en-
foque de caso individual en las decisiones de reparacio-
nes de la CtIDH. Por consiguiente, surge la pregunta 
si el principio de la reparación integral debe informar 
las medidas de reparaciones adoptadas en contextos de 
transición, incluyendo aquellas adoptadas por la CtIDH.
Como se mencionó previamente, un número signi-
ficativo de expertos internacionales en derechos huma-
nos ha criticado la aplicación del principio de la repara-
ción integral en contextos de transición. Primero, estos 
expertos han sostenido que este principio se elaboró 
partiendo del supuesto de que lo que se pretende es la 
resolución de casos relativamente aislados.61 Por el con-
59 Ver por ejemplo, Rodríguez-Garavito y Rodríguez-Franco, Juicio a 
La Exclusión; Mark Tushnet, Weak Courts, Strong Rights: Judicial Review 
and Social Welfare Rights in Comparative Constitutional Law (Princeton: 
Princeton University Press, 2009). Tsereteli hace un diferenciación 
similar. Ver Nino Tsereteli, ‘Emerging doctrine of  deference of  the 
Inter-American Court of  Human Rights?’, The International Journal of  
Human Rights, 20:8 (2016), 1097-1112.
60 Ver por ejemplo, ROACH, Kent. ‘The Challenges of  Crafting 
Remedies for Violations of  Socio-Economic Rights’, en:  LANG-
FORD, Malcolm. (ed.). Social Rights Jurisprudence: Emerging Trends 
in International and Comparative Law. Cambridge: Cambridge Uni-
versity Press, 2009. 
61 Ver por ejemplo, DE GREIFF, Pablo. ‘Justice and Reparations’, 
en The Handbook of  Reparations. Oxford: Oxford University Press, 
trario, los contextos de transición suelen involucrar vio-
laciones de los derechos humanos en gran escala y, por 
lo tanto, un gran número de víctimas. Por ejemplo, se-
gún el Registro Nacional de Víctimas de Colombia, hay 
más de ocho millones de víctimas del conflicto armado 
interno en Colombia.62 Esta es una de las principales 
razones que Pablo de Greiff  dio a favor de establecer e 
implementar PMR en contextos de transición.63 En su 
informe de 2010 como Relatora Especial de la ONU so-
bre la Violencia contra la Mujer, Rashida Manjoo tam-
bién criticó la aplicación del principio de la reparación 
integral en contextos de transición: 
[L]a idea de la reparación integral es prácticamente 
imposible en contextos de violaciones graves y 
sistemáticas caracterizados por un gran número 
de víctimas y perpetradores, gobiernos débiles, 
economías frágiles, recursos gubernamentales 
escasos y enormes problemas de reconstrucción y 
desarrollo. En tales situaciones puede ser preciso 
ajustar las reparaciones en aras de objetivos 
distintos de indemnizar a cada víctima en forma 
proporcional al daño que ha sufrido, entre ellos 
priorizar el reconocimiento de las víctimas y 
promover la confianza entre las personas y en las 
instituciones del nuevo orden estatal.64
Incluso la CtIDH ha reconocido en algunas decisio-
nes que en contextos de justicia transicional el cumpli-
miento del principio de la reparación integral no debe 
ser la única forma de satisfacer el derecho a la repara-
ción de las víctimas de violaciones de los derechos hu-
manos. Según esta corte, en dichos contextos los PMR 
son otra forma legítima de satisfacer ese derecho. Por 
ejemplo, en Génesis contra Colombia,65 la CtIDH declaró 
lo siguiente:
[L]a Corte resalta que el Derecho Internacional 
contempla la titularidad individual del derecho a la 
reparación. Sin perjuicio de ello, el Tribunal indica 
que, en escenarios de justicia transicional en los 
cuales los Estados deben asumir su deber de reparar 
masivamente a números de víctimas que exceden 
ampliamente las capacidades y posibilidades de los 
2006.
62 Según el Registro Nacional de Víctimas de Colombia, al 31 de 
diciembre de 2018 había 8.405.614 víctimas del conflicto armado 
interno en Colombia, de las cuales 6.823.224 tienen derecho a aten-
ción y reparaciones a través del PMR. Ver https://www.unidadvicti-
mas.gov.co/es/registro-unico-de-victimas-ruv/37394
63 Ver por ejemplo, DE GREIFF, Pablo. ‘Justice and Reparations’, 
en The Handbook of  Reparations. Oxford: Oxford University Press, 
2006. p. 454-455. 
64 Rashida Manjoo, Informe de la Relatora Especial sobre la Violencia con-
tra la Mujer, sus causas y consecuencias, 23 abril 2010, doc. de la ONU A/
HRC/14/22, párrafo 18. 





















































































































tribunales nacionales, los programas administrativos 
de reparación constituyen una de las maneras 
legítimas de satisfacer el derecho a la reparación.66
Como puede verse, la CtIDH destacó el gran núme-
ro de violaciones de los derechos humanos y de vícti-
mas en contextos de transición, y la limitada capacidad 
de los tribunales nacionales. Varios Estados demanda-
dos en casos ante la CtIDH han presentado argumentos 
similares a los anteriores.67  
Estas características particulares de los contextos de 
transición fueron los factores que dieron lugar a la jus-
ticia transicional. Como explica el Centro Internacional 
para la Justicia Transicional, la justicia transicional es 
“una justicia adaptada a sociedades que se transforman 
a si mismas después de un período de violación gene-
ralizada de los derechos humanos”.68 En la mayoría de 
los casos, en este tipo de escenario, esto ha significado 
adoptar estándares más bajos que los aplicados a viola-
ciones aisladas de los derechos humanos. Por lo tanto, 
es razonable sostener que, si las condiciones de un de-
terminado contexto de transición lo exigen, debe ajus-
tarse el estándar de la reparación integral. Por ejemplo, 
se podrían establecer niveles mínimos de cumplimiento, 
en particular en lo que respecta a la indemnización y la 
rehabilitación.69 El caso de la Masacre de Plan de Sánchez 
contra Guatemala, el cual se examinará en la próxima sec-
ción, ilustra este punto.
El análisis precedente demuestra que la aplicación 
del principio de la reparación integral a todas las vio-
laciones de los derechos humanos perpetradas en las 
situaciones analizadas impondría por lo general una 
carga financiera insoportable o afectaría desproporcio-
nadamente la capacidad del Estado en transición para 
cumplir otros objetivos legítimos. Este sería el caso par-
66 CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, 20 de noviembre de 2013, 
párrafo 470.
67 See e.g., Gobierno de Guatemala, Presidencia de la Republica, 
Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en 
Materia de Derechos Humanos COPEDEH, Alegatos Finales del 
Estado de Guatemala dentro del Caso 12.599 Florencio Chitay v. 
Guatemala, Presentado ante la Honorable Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 3 de marzo de 2010, 17 y 18; Gobierno de 
Colombia, Alegatos Finales Escritos, República de Colombia, Caso 
No. 12.573 “Marino López Mena Y Otros- Operación Génesis”, 
142-144, 152.
68 Centro Internacional para la Justicia Transicional, ‘Qué es la jus-
ticia transicional?’, en Fichas ed. Centro International para la Justicia 
Transicional (Nueva York, 2009).
69 Ver por ejemplo, BOLIVAR J., Aura Patricia. ‘Programas Admin-
istrativos de Reparación: El Caso Colombiano en Perspectiva’ Tesis 
(Magister en derecho) Universidad Nacional de Colombia, 2012.
ticularmente respecto a medidas de indemnización y de 
rehabilitación. Por consiguiente, sería excesivo o des-
proporcionado en términos de derecho internacional 
exigir el cumplimiento de este principio, particularmen-
te respecto a las dos formas de reparación mencionadas, 
en tales circunstancias.
5.3 Un enfoque de caso individual por 
parte de la Corte Interamericana conduce 
involuntariamente a un trato diferente a 
víctimas en situaciones similares
Como se mencionó anteriormente, las reparaciones 
individuales ordenadas por tribunales tradicionalmente 
se basan en el principio de la reparación integral. Las 
concedidas por PMR no. Entonces, un enfoque de caso 
individual por parte de la CtIDH conduce involunta-
riamente a un tratamiento diferente de víctimas en si-
tuaciones similares. Por ejemplo, Mersky y Roht-Arriaza 
documentaron varios problemas que surgieron en Gua-
temala debido a la disparidad significativa entre las me-
didas de indemnización y rehabilitación ordenadas por 
la CtIDH en los casos presentados ante esta Corte, y las 
medidas establecidas por el Programa Nacional de Re-
paraciones.70 Por lo tanto, un enfoque de caso individual 
respecto a las órdenes de reparaciones por parte de la 
CtIDH conduce involuntariamente a una situación que 
va en contra del principio de equidad.71 Esto es particu-
larmente problemático debido a las mencionadas carac-
terísticas de los contextos en transición. Además, esas 
disparidades pueden afectar negativamente la percep-
ción general de las víctimas sobre la justicia y la equidad 
de un determinado PMR.72
El caso de la Masacre de Plan de Sánchez contra Guatema-
la, mencionado previamente, ilustra las deficiencias que 
tiene un enfoque de caso individual por parte de la CtI-
DH a la hora de decidir casos que tienen lugar en situa-
70 Mersky y Roht-Arriaza, ‘Guatemala’, 19-20, 29-30. Ver también 
Roht-Arriaza, ‘Central America, the Inter-American System, and 
Accountability for International Crimes’.
71 Respecto a esta preocupación en relación con reparaciones por 
violaciones de derechos humanos a gran escala en general por la 
CTIDH. ver Jo M. Pasqualucci, ‘Victim Reparations in the Inter-
American Human Rights System: A Critical Assessment of  Cur-
rent Practice and Procedure’, Michigan Journal of  International Law 18 
(1996).
72 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, ‘Rule of  Law Tools for Post-Conflict States: 
Reparations Programmes’, 35-36. Para un análisis más general, ver 





















































































































ciones de violaciones masivas de los derechos humanos. 
La CtIDH determinó que se violaron los derechos a la 
vida, al trato humano, a la propiedad y a la protección 
judicial, entre otros derechos.73 Guatemala solicitó a la 
Corte que se remitiera a su PMR en la decisión de la 
Corte sobre reparaciones.74 La CtIDH no abordó los 
argumentos de Guatemala y no proporcionó ninguna 
razón jurídica para explicar esta posición. Las indem-
nizaciones ordenadas por la CtIDH fueron en total 7,9 
millones de dólares.75 Esto. incluía 5.000 dólares a cada 
víctima como compensación por daños pecuniarios,76 
y 20.000 dólares a cada víctima como compensación 
por daños no pecuniarios.77 La Corte también ordenó 
a Guatemala “poner en marcha un programa de vivien-
da para proporcionar una vivienda adecuada,78 y ofrecer 
tratamiento de salud a las víctimas sobrevivientes”.79  
El enfoque de caso individual respecto a las órdenes 
de reparaciones adoptado por la CtIDH en este caso 
es preocupante. Primero, como se puede observar, las 
reparaciones ordenadas por la CtIDH implicaron im-
portantes recursos financieros. Segundo, como se men-
cionó, anteriormente, este caso fue, según la Comisión 
de la Verdad de Guatemala, sólo una de las 626 ma-
sacres perpetradas por miembros de la Fuerza Pública 
durante el conflicto armado en Guatemala.80 Por último, 
hubo una disparidad significativa entre las medidas de 
indemnización y rehabilitación ordenadas por la CtIDH 
y las concedidas por el PMR de Guatemala. Por lo tan-
to, en aquellas situaciones en las que se ha establecido 
un PMR, sería más apropiado que la CtIDH evaluara a 
fondo el PMR respectivo. Esto dada las características 
de los escenarios de transición y el principio de equidad. 
73 CTIDH. caso de la masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, sen-
tencia de fondo, 29 de abril de 2004, párrafos 47, 52.
74 Presidencia de la Republica de Guatemala, COPREDEH, 21 de 
mayo de 2004, RED-A-28-2004, punto 7, 15.
75 MERSKY, Marcie; ROHT-ARRIAZA, Naomi. ‘Guatemala’. En: 
SALAZAR, Katya; ANTKOWIAK,Thomas. (ed.). Victims Unsi-
lenced: The Inter-American Human Rights System and Transitional 
Justice in Latin America. Washington, DC: Due Process of  Law 
Foundation, 2007.
76 CTIDH. caso de la masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, sen-
tencia de reparaciones, 19 de noviembre de 2004, párrafo 74.
77 CTIDH. caso de la masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, sen-
tencia de reparaciones, 19 de noviembre de 2004, párrafo 107.
78 CTIDH. caso de la masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, sen-
tencia de reparaciones, 19 de noviembre de 2004, párrafo 105.
79 CTIDH. caso de la masacre de Plan de Sánchez contra Guatemala, sen-
tencia de reparaciones, 19 de noviembre de 2004, párrafo 107.
80 Gobierno de Guatemala, Comisión para el Esclarecimiento 
Histórico (1999). Guatemala: Memoria del Silencio, Conclusiones y Reco-
mendaciones, párrafo 86. 
Como se mencionó, por definición los PMR tienen un 
alcance general. 
Varios Estados demandados ante la CtIDH han pre-
sentado argumentos similares a los presentados en esta 
sección.81 Las investigaciones existentes sobre el tema 
estudiado no han abordado este efecto involuntario de 
un enfoque de caso individual en los casos estudiados.82 
5.4  Limitarse a un enfoque de caso individual 
en los casos estudiados es injustificado 
teniendo en cuenta los poderes de la Corte 
Interamericana 
El punto de vista según el cual la CtIDH debe limi-
tarse a un enfoque individual en sus órdenes de repara-
ción en los casos estudiados es injustificado teniendo en 
cuenta los poderes de esta corte. Esos poderes deben 
ser interpretados teniendo en cuenta la práctica inter-
nacional en derechos humanos, la jurisprudencia de la 
propia CtIDH y la práctica constitucional comparada.
En primer lugar, en la adjudicación comparada de 
derechos fundamentales se reconoce ampliamente que 
los tribunales de derecho público pueden, por lo gene-
ral, ejercer formas generales de control judicial. Como 
se mencionó anteriormente, en formas generales de 
control judicial un tribunal examina un patrón de vio-
laciones de los derechos humanos o abusos repetitivos 
causados por factores comunes, y utiliza procedimien-
tos que tienen por objeto adoptar medidas generales 
para abordar esos factores.83 Los tribunales de derecho 
público de varios países y varios órganos internacionales 
han utilizado formas generales de control judicial para 
abordar reclamaciones de violaciones sistemáticas y re-
petitivas a los derechos humanos.84 El procedimiento 
81 See e.g., Gobierno de Guatemala, Presidencia de la Republica, 
Comisión Presidencial Coordinadora de la Política del Ejecutivo en 
Materia de Derechos Humanos COPEDEH, Alegatos Finales del 
Estado de Guatemala dentro del Caso 12.599 Florencio Chitay v. 
Guatemala, Presentado ante la Honorable Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, 3 de marzo de 2010, 17 y 18.
82 SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps Forward, One Step Back: Re-
flections on the Jurisprudential Turn of  the Inter-American Court 
of  Human Righs on Domestic Reparation Programmes’. The Inter-
national Journal of  Human Rights, 22, n. 9, 2018.
83 Ver por ejemplo, Langford, ‘Social Rights Adjudication’, 184, 192-
304; Rodríguez-Garavito y Rodríguez-Franco, Juicio a La Exclusión.
84 Respecto a esta forma de control judicial en relación con vio-
laciones a los derechos económicos y sociales, ver por ejemplo, 
Langford, ‘Social Rights Adjudication’, 184, 192-304; BILCHITZ, 
David. ‘Constitutionalism, the Global South, and Economic Justice’, 





















































































































de sentencia piloto del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos es un buen ejemplo de una forma general de 
control judicial de derechos civiles por un tribunal re-
gional de derechos humanos.85  
En segundo lugar, la CtIDH ha ejercido de manera 
consistente formas generales de control judicial, en par-
ticular en sus órdenes de reparaciones.86 Cabe señalar 
que, en el tipo de casos estudiados, la CtIDH ejercería 
una forma general de control judicial relativamente li-
mitada. En primer lugar, existiría una política pública de 
reparaciones, es decir, un PMR, en el país en cuestión. 
En segundo lugar, como se examinará en la siguiente 
sección, es probable que el control por parte de la CtI-
DH de algunos aspectos de un PMR específico sea de 
baja intensidad.
Tercero, el artículo 63, párrafo 1, de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, que establece las 
facultades de la CtIDH para ordenar reparaciones, es 
South Africa, and Colombia, ed. Daniel Bonilla Maldonado. Cambridge: 
Cambridge University Press, 2013; RODRÍGUEZ-GARAVITO, 
César; RODRÍGUEZ-FRANCO, Diana. Juicio a La Exclusión: El 
Impacto de los Tribunales sobre los Derechos Sociales en el Sur 
Global. Buenos Aires: Siglo 21 Editora Iberoamericana, 2015.
85 Para análisis de este tema por parte de académicos, ver por ejem-
plo, TSERETELI, Nino. ‘The Role of  the European Court of  
Human Rights in Facilitating Legislative Change in Cases of  Long-
Term Delays in Implementation’. En: FØLLESDAL, Andreas; 
ULFSTEIN, Geir; SAUL, Matthew. (ed.). The International Human 
Rights Judiciary and National Parliaments: Europe and Beyond, Studies on 
Human Rights Conventions. Cambridge: Cambridge University Press, 
2017.
86 Para análisis de este tema por parte de académicos, ver por ejem-
plo, HUNEEUS, Alexandra. ‘Reforming the State from Afar: Struc-
tural Reform Litigation at the Human Rights Courts’. Yale Journal 
of  International Law, v. 40, n. 1, p. 1-40, 2015, LONDOÑO LÁZA-
RO, María Carmelina; HURTADO, Mónica. ‘Las Garantías De No 
Repetición en la Práctica Judicial Interamericana y su Potencial Im-
pacto en la Creación del Derecho Nacional’. Boletín mexicano de derecho 
comparado, 50, 2017; CORNEJO CHAVEZ, Leiry. ‘New Remedial 
Responses in the Practice of  Regional Human Rights Courts: Pur-
poses Beyond Compensation’. International Journal of  Constitutional 
Law, v. 15, n. 2, 2017; GUARNIZO, Diana. ‘Guarantees of  Non-
Repetition and the Right to Health: Review of  the Law and Evolving 
Practice of  Judicial and Semi-Judicial Bodies at Global and Regional 
Levels’. Tesis (Doctorado) University of  Essex, 2106. p. 156-180; 
ATTANASIO, David L. ‘Extraordinary Reparations, Legitimacy, 
and the Inter-American Court. University of  Pennsylvania Journal of  
International Law, v. 37, n. 3, p. 813-71, 2016; RUBIO-MARÍN Ruth; 
SANDOVAL, Clara. ‘Engendering the Reparations Jurisprudence 
of  the Inter-American Court of  Human Rights: The Promise of  
the ‘Cotton Field’ Judgment’. Human Rights Quarterly, 33, n. 4, 2011; 
Sofía Galván, ‘Legislative measures as guarantees of  non-repetition: 
a reality in the InterAmerican Court, and a possible solution for the 
European Court’, Revista IIDH 49, (2009); Antkowiak, ‘Remedial 
Approaches to Human Rights Violations’. 
general.87 Esta disposición sugiere que la CtIDH tiene 
cierta discreción para diseñar y ordenar medidas de re-
paración. Además, la facultad de la CtIDH de evaluar 
PMR no ha sido impugnada en los casos en que esta 
Corte ha mantenido que tiene esa facultad (por ejemplo, 
el caso García Lucero y otros contra Chile).88  
Por último, la práctica constitucional comparada e 
investigaciones sólidas sobre adjudicación de derechos 
fundamentales demuestran que los tribunales de dere-
cho público pueden ordenar muchos recursos más allá 
de la aplicación estricta del principio de la reparación 
integral en relación con las personas involucradas en un 
caso individual.  
En términos más generales, la posición según la 
cual la CtIDH debe examinar los PMR aplicables a ca-
sos individuales ante esta corte toma en consideración 
las principales dimensiones involucradas en la cuestión 
analizada mejor que otras posiciones que han sido su-
geridas. Estas dimensiones incluyen: en primer lugar, 
las condiciones que suelen prevalecer en los contextos 
de transición - por ejemplo, el número significativo de 
víctimas involucradas y los recursos limitados de que 
disponen los Estados miembros para satisfacer sus nu-
merosas necesidades. En segundo lugar, esta posición 
preservaría el rol de supervisión de la CtIDH en materia 
de reparaciones y, lo que es más importante, los PMR 
se someterían a control judicial por parte de la CtIDH. 
También garantizaría otros objetivos del SIDH, como la 
protección efectiva de los derechos humanos,89 el cual 
es razonable afirmar que se aplica a todas las víctimas en 
la misma situación en un país determinado. El enfoque 
propuesto garantizaría la coherencia de las reparaciones 
concedidas y el trato justo de las víctimas de violaciones 
de los derechos humanos en la misma situación en los 
países involucrados. Esto sería muy importante debido 
a las condiciones que suelen prevalecer en los entornos 
87 Este provee lo siguiente: “1. Cuando decida que hubo violación 
de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte 
dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o 
libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, 
que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 
configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa 
indemnización a la parte lesionada.”
88 CTIDH. caso García Lucero y otros vs. Chile, sentencia de 28 de Ago-
sto de 2013, párrafo 189. Ver también CTIDH. caso de Manuel Cepeda 
Vargas vs. Colombia, sentencia de 26 de mayo de 2010, párrafo 246.
89 Ver por ejemplo, CTIDH. el Derecho a la Información sobre la 
Asistencia Consular, Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 





















































































































de transición, en particular el número considerable de 
víctimas involucradas. 
5.5  ¿Es decisivo el principio de subsidiariedad? 
Algunos autores que han escrito sobre este tema 
parecen concebir el principio de subsidiariedad como 
absoluto y decisivo en el sentido de que conduciría ne-
cesariamente a uno de los extremos del espectro.90 El 
primer extremo es que la CtIDH debería remitirse in-
condicionalmente a un determinado PMR en su deci-
sión sobre reparaciones. El segundo extremo es que la 
CtIDH debe aplicar estrictamente el principio de la ple-
na reparación. Esta subsección demuestra que el princi-
pio de subsidiariedad no es absoluto, sino que se aplica 
bajo ciertas condiciones. Por lo tanto, en este artículo 
se sostiene que este principio no es decisivo como se 
definió anteriormente. Como cuestión preliminar, esta 
subsección definirá el principio de subsidiariedad. 
El principio de subsidiariedad proporciona un mar-
co para la asignación de poder en aquellas situaciones 
en donde coexisten las funciones de órganos nacionales 
e internacionales.91 Jorge Contesse ha descrito la noción 
de subsidiariedad en el derecho internacional de la si-
guiente manera: Los Estados deben tener “prioridad 
prima facie” al decidir cuestiones cubiertas por instru-
mentos de derecho internacional.92 En el contexto del 
SIDH, el principio de subsidiariedad se puede describir 
de la siguiente manera:  
El SIDH puede actuar en dos escenarios: En primer 
lugar, si el sistema nacional no está dispuesto o no pue-
de investigar, juzgar o proporcionar reparaciones por 
las violaciones de los derechos humanos perpetradas en 
90 Ver por ejemplo, GENEVIÈVE, Lessard. ‘Preventive Repara-
tions at a Crossroads: The Inter-American Court of  Human Rights 
and Colombia’s Search for Peace’. The International Journal of  Human 
Rights, v. 22, n. 9, 2018. Sandoval también adopta implícitamente este 
enfoque en algunos de sus argumentos relacionados con el prin-
cipio de subsidiariedad. Ver SANDOVAL, Clara. ‘Two Steps For-
ward, One Step Back: Reflections on the Jurisprudential Turn of  the 
Inter-American Court of  Human Righs on Domestic Reparation 
Programmes’. The International Journal of  Human Rights, 22, n. 9, 2018.
91 Ver por ejemplo, JACHTENFUCHS, Markus; KRISCH, Nico. 
‘Subsidiarity in Global Governance’, 79 Law and Contemporary Prob-
lems, v. 79, 2016; CONTESSE, Jorge. ‘Contestation and Deference 
in the Inter-American Human Rights System’. Law and Contemporary 
Problems, v. 79, p. 125, 2016.
92 CONTESSE, Jorge. ‘Contestation and Deference in the Inter-
American Human Rights System’. Law and Contemporary Problems, v. 
79, p. 125, 2016.
un Estado miembro. En segundo lugar, si un Estado 
miembro no ejerce la debida diligencia en la prevención 
de una de esas violaciones.93 
Debe destacarse que el principio de subsidiariedad 
no es absoluto en el sentido de que deba aplicarse in-
condicionalmente. Como la CtIDH y varios académicos 
han reconocido, este se aplica bajo ciertas condiciones.94 
Estas condiciones no están claramente definidas en la 
Convención Americana de Derechos Humanos ni en 
ningún otro instrumento del SIDH. Por lo tanto, la CtI-
DH tiene la tarea fundamental de establecer las condi-
ciones en las que se aplican este principio. El enfoque 
propuesto, el cual se describe en la sección siguiente, 
incluye muchos de esas condiciones y, por tanto, podría 
ayudar a la Corte a decidir razonablemente sobre la apli-
cación de este principio en casos concretos.
Con base en todos los argumentos expuestos en esta 
sección, el punto de vista según el cual la CtIDH debe 
limitarse a un enfoque de caso individual en sus órdenes 
de reparaciones en el tipo de casos examinados es injus-
tificado desde una perspectiva jurídica, analítica y nor-
mativa. Por lo tanto, la CtIDH debe adoptar un enfoque 
más matizado respecto a sus órdenes de reparaciones en 
el tipo de casos examinados. 
6  Un Enfoque Alternativo: Evaluación 
y Remisión Condicionada a los PMR
En esta sección se expone el enfoque que propongo 
cuando la CtIDH deba resolver un caso que involucra 
a un Estado en el que se ha implementado un PMR. 
Este consiste en dos pasos: Primero, la CtIDH debe 
evaluar si un PMR específico cumple con las obligacio-
nes del Estado en virtud de la Convención Americana 
de Derechos Humanos. En segundo lugar, la CtIDH 
debe examinar si se cumplen los requisitos adiciona-
les para remitirse a un PMR específico en su decisión 
sobre reparaciones. En esta sección se abordarán las 
93 Ver de manera general CTIDH. Velásquez Rodriguez contra Hondu-
ras, sentencia de fondo, 29 de julio de 1988, párrafo 166; y sentencia 
de reparaciones, 21 de julio de 1989.
94 Ver por ejemplo, CTIDH. caso de Tenorio Roca y otros vs. Peru, sen-
tencia de 22 de junio de 2016, párrafo 279. Para puntos de vista so-
bre este tema por parte de académicos, ver por ejemplo CAROZZA, 
Paolo. ‘Subsidiarity as a Structural Principle of  International Human 






















































































































siguientes cuestiones: En primer lugar, ¿qué criterios 
generales debe utilizar la CtIDH para evaluar si un de-
terminado PMR cumple con las obligaciones del Esta-
do en virtud de la Convención Americana de Derechos 
Humanos? En segundo lugar, ¿qué criterios adicionales 
debe utilizar la CtIDH para evaluar si un determinado 
PMR cumple con las obligaciones del Estado en virtud 
de la Convención Americana de Derechos Humanos? 
Por último, examinaré dos requisitos adicionales que la 
CtIDH debe evaluar para decidir si debe remitirse a un 
PMR específico en su decisión de reparaciones en un 
caso determinado. Cabe señalar que, como se analizó 
en la sección anterior, existen numerosas bases para la 
proposición de que la CtIDH puede, de acuerdo con 
sus funciones y facultades actuales, examinar la confor-
midad de los PMR aplicables a un caso ante esta Corte 
con las obligaciones de los Estados en virtud de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos. 
6.1  Criterios generales para evaluar si 
un determinado PMR cumple con las 
obligaciones de los Estados en virtud de la 
Convención Americana 
El primer tipo de criterios que la CtIDH debe apli-
car para evaluar si un determinado PMR cumple con 
las obligaciones del Estado en virtud de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos son aquellos cri-
terios generales aplicables a PMR en su conjunto. Estos 
abarcan elementos relativos a la adopción, el contenido 
y la implementación de un determinado PMR. Ensegui-
da analizaré cada una de estas subcategorías.
Criterios generales relacionados con aspectos 
sustantivos de los PMR
Los requisitos generales relacionados con aspectos 
sustantivos de los PMR incluyen, en primer lugar, que 
las indemnizaciones individuales previstas en estos pro-
gramas deben ir acompañadas del reconocimiento de 
responsabilidad y otras medidas para buscar verdad, 
justicia y garantías de no repetición.95 Por lo tanto, la 
95 Ver por ejemplo, CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, sentencia 
de 20 de noviembre de 2013, párrafo 470; CTIDH. caso de Yarce y 
otros vs. Colombia, sentencia de 22 de noviembre de 2016, párrafo 326; 
informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Especial sobre 
la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las garantías de 
no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU A/69/518, 
párrafos 11, 83. Para puntos de vista sobre este tema por parte de 
académicos, ver Moffett, ‘Transitional Justice and Reparations’; 
Borneman, Political Crime and the Memory of  Loss, 11. 
CtIDH debe examinar la relación entre un PMR espe-
cífico y otras medidas de justicia transicional, incluida 
la forma en que el conjunto de medidas incluidas en un 
PMR específico encaja con esas otras medidas.96 La CtI-
DH debe aplicar un estándar estricto de control judicial 
al hacer esto, en particular respecto a aspectos directa-
mente relacionados con los deberes del Estado de in-
vestigar, enjuiciar y sancionar violaciones graves de los 
derechos humanos. Los estándares de derecho interna-
cional sobre estas obligaciones están bien establecidos.97
Según la jurisprudencia de la CtIDH, otros requisi-
tos generales sobre aspectos sustantivos que los PMR 
deben cumplir incluyen tener en cuenta aspectos de gé-
nero y permitir un cierto grado de inclusión social.98 El 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra 
la Mujer y otros órganos internacionales también han 
dejado claro que reparaciones en contextos en transi-
ción deben tener en cuenta aspectos de género en su 
accesibilidad y en su contenido.99 
Requisitos generales relativos al proceso de di-
seño, adopción e implementación de PMR
El requisito general más importante relacionado con 
el proceso de diseño y adopción de un PMR es que el 
Estado en cuestión adopte un enfoque basado en los 
derechos humanos en dicho proceso.100 Esto incluye el 
proceso de toma de decisión sobre quién tiene derecho 
a reparaciones en virtud de un PMR y las violaciones de 
96 Ver por ejemplo, informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del 
Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justica, la repar-
ación y las garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de 
la ONU A/69/518, párrafos 11, 83. 
97 Ver por ejemplo, OCHOA-SÁNCHEZ, Juan Carlos. The Rights of  
Victims in Criminal Justice Proceedings for Serious Human Rights Violations. 
Leiden: Martinus Nijhoff, 2013. 
98 Ver por ejemplo, CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, sen-
tencia de 20 de noviembre de 2013, párrafo 470; CTIDH. caso de 
Yarce y otros vs. Colombia, sentencia de 22 de noviembre de 2016, 
párrafo 326.
99 CEDAW, Recomendación General No. 35 sobre violencia de gé-
nero contra las mujeres, 26 de julio de 2017, CEDAW/C/GC/35, 
párrafo 33. Ver también informe de DE GREIFF, Pablo. Informe 
del Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justica, la 
reparación y las garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, 
doc. de la ONU A/69/518; Diana Contreras Garduno, ‘Collective 
Reparations: Tensions and Dilemmas between Collective Repara-
tions with the Individual Right to Receive Reparations’ (tesis de 
doctorado, Utrecht University, 2018). 
100 Ver por ejemplo, informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del 
Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justica, la repar-
ación y las garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. 
de la ONU A/69/518, párrafo 67; Moffett, ‘Transitional Justice and 





















































































































los derechos humanos que el mismo abarcará. En lo que 
respecta a lo primero, la violación de los derechos hu-
manos, independientemente de otras consideraciones, 
debe ser el requisito para dar acceso a los beneficios 
establecidos en un PMR.101 Esos requisitos incluyen 
también que se consulte a todos los interesados y, en 
particular, que a las víctimas se les consulte y se les per-
mita participar en el diseño, la adopción y la implemen-
tación de un PMR.102 Estos criterios también requieren 
la inclusión de grupos políticamente marginados, como 
mujeres, niños y minorías, en el proceso de adopción y 
diseño de un PMR.103
La CtIDH también debe evaluar si el Estado en 
cuestión está implementando efectivamente un PMR 
adoptado, tomando todas las medidas razonables para 
hacerlo.104 Para evaluar esto, la Corte podría solicitar o 
examinar informes sobre este tema de otras organiza-
ciones. La Corte Constitucional de Colombia, en su sen-
tencia sobre desplazados internos emitida en 2004, hizo 
esto para evaluar si las políticas de derechos humanos 
sobre los desplazados internos en Colombia se habían 
aplicado efectivamente.105 Su enfoque puede proporcio-
nar orientación útil a la CtIDH sobre esta cuestión.
101 Ver informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Espe-
cial sobre la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las 
garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU 
A/69/518, párrafo 67. 
102 Respecto a decisiones de la CTIDH. ver Operación Génesis vs. 
Colombia, sentencia de 20 de noviembre de 2013, para. 470; caso de 
Yarce y otros vs. Colombia, sentencia de 22 de noviembre de 2016, 
párrafo 326. Ver también el Conjunto de principios actualizado para 
la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la 
lucha contra la impunidad, Principio 32; Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos, Lineamientos Principales para una Política 
Integral de Reparaciones, OEA/Ser/L/V/II.131. Doc. 1. 19 de 
febrero de 2008, párrafo 13 (en adelante ‘ComIDH, Lineamientos 
para una Política Integral de Reparaciones’); Redress, ‘Articulating 
Minimum Standards on Reparations Programmes in Response to 
Mass Violations’ (The Hague Redress 2014), párrafo 39. 
103 ComIDH, Lineamientos para una Política Integral de Reparaciones; 
Organización Internacional para las Migraciones, ‘Property Res-
titution and Compensation: Practices and Experiences of  Claims 
Programmes’, ed. Organización Internacional para las Migraciones 
(Ginebra, Organización Internacional para las Migraciones, 2008); 
Moffett, ‘Transitional Justice and Reparations’. 
104 Ver por ejemplo, CTIDH. caso de la Aldea de Chichupac contra 
Guatemala, sentencia de 30 de noviembre de 2016, párrafo 280. 
105 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-25/04, 22 de en-
ero de 2004, en particular secciones 7, 9.
6.2  Criterios adicionales para evaluar si 
un determinado PMR cumple con las 
obligaciones del Estado en virtud de 
la Convención Americana de Derechos 
Humanos 
En esta subsección se identifican algunos criterios 
adicionales que la CtIDH debe utilizar para evaluar si un 
determinado PMR cumple las obligaciones del Estado 
en virtud de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos. También se aborda la cuestión de cuál es-
tándar de revisión debe aplicar la CtIDH para evaluar 
el cumplimiento de esos criterios. Varios expertos sos-
tienen que, aparte de los requisitos generales analizados 
anteriormente, los Estados gozan de una amplia discre-
ción a la hora de decidir el contenido de PMR.106 En el 
otro extremo del espectro, algunas ONG sostienen que 
los estándares aplicables a PMR y las reparaciones por 
parte de tribunales en casos de violaciones de los dere-
chos humanos a gran escala deben ser esencialmente 
los mismos.107 Propongo un enfoque más matizado que 
aquellos sugeridos por estas dos posiciones. Como cues-
tión preliminar, vale la pena reiterar que algunos PMR 
adoptados en América Latina en la última década han 
abarcado indemnizaciones, rehabilitación, restitución y 
algunas formas de satisfacción directamente relaciona-
das con la búsqueda y el reconocimiento de la verdad.
Sostengo que la intensidad del estándar de revisión 
ejercido por la CtIDH debe variar de acuerdo con el 
componente o la forma de reparación de que se tra-
te. Por una parte, la intensidad del estándar de revisión 
ejercido por la CtIDH sobre las medidas de satisfacción 
relacionadas directamente con la búsqueda y el recono-
cimiento de la verdad, y las medidas de rehabilitación 
relacionadas con el derecho a la salud debe ser alta o 
estricta. Por otro lado, la intensidad del estándar de re-
visión ejercido por la CtIDH en relación con indemni-
zación, medidas de satisfacción no relacionadas con los 
objetivos mencionados y las medidas de rehabilitación 
no relacionadas con el derecho a la salud, debe ser me-
nos estricta. La primera razón para esta distinción es 
106 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, ‘Rule of  Law Tools for Post-Conflict States: 
Reparations Programmes’, 7; Organización Internacional para las 
Migraciones, ‘Property Restitution and Compensation: Practices and 
Experiences of  Claims Programmes’; Contreras Garduno, ‘Collec-
tive Reparations’. 
107 Redress, ‘Articulating Minimum Standards on Reparations Pro-





















































































































que existen claros estándares de derecho internacional 
en relación con el deber del Estado de investigar las vio-
laciones graves de los derechos humanos y revelar los 
resultados de dichas investigaciones,108 así como respec-
to al derecho a la salud.109 En cambio, con respecto a 
muchos aspectos de indemnización, elementos de satis-
facción no relacionados con dichos objetivos y medidas 
de rehabilitación no vinculadas al derecho a la salud, 
no existen estándares jurídicos internacionales amplia-
mente aceptados.110 Otra razón para esta distinción es 
que muchas de las primeras medidas entrañan mucho 
menos prestaciones materiales y, por lo tanto, menos 
recursos financieros que la indemnización.
Aspectos importantes de PMR sobre los cuales for-
muladores de políticas públicas nacionales gozan de 
cierta latitud incluyen los siguientes: En primer lugar, 
quién será elegible para recibir reparaciones en virtud 
de un PMR, incluyendo qué tipo de violaciones o pér-
didas permitirán el acceso a los beneficios y qué perío-
do se cubrirá.111 Como se examinó anteriormente, los 
Estados deben observar un enfoque basado en los de-
rechos humanos al decidir sobre estos aspectos. Pablo 
de Greiff  ha sugerido que se introduzca el requisito de 
que los Estados justifiquen las exclusiones del ámbi-
to de los PMR de las categorías de víctimas que sean 
significativas debido a la naturaleza o la prevalencia de 
108 Ver por ejemplo, Ochoa-Sánchez, The Rights of  Victims in 
Criminal Justice Proceedings for Serious Human Rights Violations. 
109 Ver Asamblea General de la Organización de las Naciones Uni-
das, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales, 993; Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
de la ONU [Comité DESC de la ONU], Observación General Nº 
3: La naturaleza de las obligaciones de los Estados Partes (art. 2, 
párrafo 1, del Pacto), 14 de diciembre de 1990, párrafo 15; Direc-
trices de Maastricht sobre las violaciones de los derechos económi-
cos, sociales y culturales [Maastricht Guidelines], Maastricht, 26 de 
enero de 1997, http://www.refworld.org/docid/48abd5730.html. 
Para análisis por parte de academicos, ver LANGFORD, Malcolm 
(ed.) Social Rights Jurisprudence: Emerging Trends in International and 
Comparative Law. Cambridge: Cambridge University Press, 2009; 
OCHOA-SÁNCHEZ, Juan Carlos. Economic and social rights and 
transitional justice: A framework of  analysis. Journal of  Human Rights, 
v. 18, n. 5, p. 522-542, 2019.
110 Ver por ejemplo, informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del 
Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justica, la repar-
ación y las garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. 
de la ONU A/69/518; Corte Constitucional de Colombia, sentencia 
T-083/17, 13 de febrero de 2017, párrafo 19.2; Contreras Garduno, 
‘Collective Reparations’, 255-256; Organización Internacional para 
las Migraciones, ‘Property Restitution and Compensation’. 
111 Ver por ejemplo, MOFFETT, L. Transitional Justice and Repa-
rations: Remedying the Past? In: LAWTHER, C.; MOFFETT, L.; 
JACOBS, D. (ed.). Research Handbook on Transitional Justice. Edward 
Elgar, 2017. p. 13-14. 
las violaciones.112 Estoy de acuerdo con esta recomen-
dación realizada por de Greiff. El segundo aspecto in-
cluido en esta categoría es qué tipos de reparaciones y 
beneficios proporcionará un PMR, incluida la relación 
entre reparaciones materiales y simbólicas, el significa-
do de las reparaciones colectivas,113 y la relación entre 
reparaciones individuales y colectivas.114 Como afirma 
de Greiff, “reparaciones materiales y simbólicas pueden 
adoptar diferentes formas y combinarse de diferentes 
maneras”, y las combinaciones tienen diferentes efectos 
en cuanto al número de víctimas cubiertas y necesidades 
de las víctimas satisfechas.115 Aparte de la prohibición 
de discriminación, el requisito de un proceso participa-
tivo y lo que se dijo anteriormente con respecto a las 
reparaciones simbólicas directamente relacionadas con 
la búsqueda y el reconocimiento de la verdad, parece 
que no hay estándares jurídicos claros sobre las determi-
naciones que los formuladores de políticas deben hacer 
sobre estas cuestiones. Sin embargo, un requisito útil 
que podría adoptarse sería que los Estados articulen los 
principios o, al menos, los fundamentos para incluir al-
gunas reparaciones y otras no.
Otra pregunta importante que deben abordar los 
formuladores de políticas públicas nacionales al diseñar 
un PMR es dónde establecer el nivel de indemnización 
o compensación monetaria. Según de Greiff, “la prác-
tica internacional [sobre este tema] en el área de repa-
raciones varía significativamente de un país a otro”,’116 
y, como se mencionó anteriormente, en la práctica 
112 Ver informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Espe-
cial sobre la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las 
garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU 
A/69/518. p. 17-18. 
113 Contreras Garduno, ‘Collective Reparations’, 270 (“ ‘Repar-
aciones colectivas’ es un término al que se le ha dado diferentes 
significados en diferentes contextos. Ella añade: “El contenido de 
las reparaciones colectivas “se decide usualmente caso por caso” 
(p. 271). Sin embargo, Contreras identifica algunos principios sus-
tantivos y de procedimiento que deberían informar reparaciones 
colectivas. Ver Contreras Garduno, 273-297, y 321.
114 Para un análisis sobre esos temas, ver CONTRERAS GARDU-
NO, Diana. Collective Reparations: Tensions and Dilemmas between 
Collective Reparations with the Individual Right to Receive Repara-
tions’. Tesis (doctorado) Utrecht University, 2018. p. 309.
115 Ver informe de DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Espe-
cial sobre la promoción de la verdad, la justica, la reparación y las 
garantías de no repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU 
A/69/518, párrafo 30. 
116 DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Especial sobre la pro-
moción de la verdad, la justica, la reparación y las garantías de no 






















































































































comparada de los PMR, “rara vez se intenta satisfacer 
el principio de la reparación integral”.117 En cuanto al 
estado del derecho internacional sobre este tema, de 
Greiff  afirma:
Si bien podría decirse que el derecho internacional 
deja cierto margen para la concertación de acuerdos 
con respecto al gran número de reparaciones que 
es necesario atender en casos masivos, se sigue 
exigiendo, como se resume en los Principios 
Básicos, la “[R]eparación adecuada, efectiva y rápida 
del daño sufrido”.118
Luego, él expone algunos criterios mínimos a este 
respecto:
[A fin de que un PMR pueda lograr sus objetivos, 
tales como reconocer a las víctimas como titulares 
de derechos, no sólo como víctimas], la magnitud 
de las reparaciones tiene que ser proporcional a 
la gravedad de las violaciones, las consecuencias 
que las violaciones generaron a las víctimas, la 
vulnerabilidad de estas, y la intención de manifestar 
el compromiso de defender el principio de igualdad 
de derechos para todos.119
Estoy de acuerdo con de Greiff  en que la discre-
ción del Estado para fijar el nivel de la indemnización o 
compensación monetaria debe estar limitada por estos 
principios. A este respecto, cabe señalar que la CtIDH 
ha incluido entre los requisitos sustantivos que PMR de-
ben cumplir los siguientes:
• El PMR relevante y sus órganos ejecutivos 
deben indicar claramente los criterios 
utilizados para establecer los montos y los 
conceptos de las indemnizaciones a favor de 
las víctimas.120 
• Cualquier medida pecuniaria prevista en un 
PMR debe ser razonable y proporcional;121
117 DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Especial sobre la pro-
moción de la verdad, la justica, la reparación y las garantías de no 
repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU A/69/518, pár-
rafo 45. 
118 DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Especial sobre la pro-
moción de la verdad, la justica, la reparación y las garantías de no 
repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU A/69/518, pár-
rafo 46.
119 DE GREIFF, Pablo. Informe del Relator Especial sobre la pro-
moción de la verdad, la justica, la reparación y las garantías de no 
repetición, 14 de octubre de 2014, doc. de la ONU A/69/518, pár-
rafo 47. Ver también Redress, ‘Articulating Minimum Standards on 
Reparations Programmes in Response to Mass Violations’, párrafo 
71. 
120 CTIDH. caso de la Aldea de Chichupac contra Guatemala, sentencia 
de 30 noviembre de 2016, párrafo 280. 
121 CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, sentencia de 20 de noviem-
• “[U]n criterio de justicia respecto a la 
reparación pecuniaria debe involucrar 
aspectos que, en el contexto específico, no 
resulten ilusorios o irrisorios y permitan 
una contribución real para que la víctima 
enfrente las consecuencias negativas que 
dejaron las violaciones de derechos humanos 
en su vida.122
• PMR deben dar razones para proveer 
reparaciones por grupo familiar y no en 
forma individual, y el tipo de criterios de 
distribución entre miembros de una familia 
(órdenes sucesorales o porcentajes) ...”123 
En conclusión, el análisis anterior demuestra que va-
rios estándares internacionales de derechos humanos se 
aplican a los PMR, incluidos algunos específicos que va-
rían según la forma de reparación. Por consiguiente, es 
inexacta la conclusión de algunos expertos y organiza-
ciones internacionales de que, aparte de algunos requi-
sitos generales, los Estados gozan de amplia discreción 
al decidir el contenido de los PMR.124 
Hay dos requisitos adicionales que la CtIDH debe 
evaluar para decidir si se remite a un determinado PMR 
en su decisión de reparaciones en un caso determinado. 
En primer lugar, los beneficios establecidos en el PMR 
en cuestión deben estar relacionados con las violaciones 
de los derechos humanos establecidas en la sentencia 
de la CtIDH.125 El segundo requisito es que el Estado 
respectivo mencione el PMR específico en los procedi-
mientos ante la CtIDH dentro de los plazos previstos 
para esto.126
bre de 2013, párrafo 470; CTIDH. caso de Yarce y otros vs. Colombia, 
sentencia de 22 de noviembre de 2016, párrafo 326.
122 CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, sentencia de 20 de 
noviembre de 2013, párrafo 471.
123 CTIDH. Operación Génesis vs. Colombia, sentencia de 20 de noviem-
bre de 2013, párrafo 470; CTIDH. caso de Yarce y otros vs. Colombia, 
sentencia de 22 de noviembre de 2016, párrafo 326.
124 Ver por ejemplo, Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, ‘Rule of  Law Tools for Post-
Conflict States: Reparations Programmes’, 7; Organización Interna-
tional para las Migraciones, ‘Property Restitution and Compensa-
tion’; Contreras Garduno, ‘Collective Reparations’. 
125 Ver por ejemplo, CTIDH. caso de la Aldea de Chichupac contra 
Guatemala, sentencia de 30 noviembre de 2016, párrafo 280.
126 CTIDH. caso Rodríguez Vera y otros (los desaparecidos del Palacio de Jus-






















































































































La presente investigación ha aportado nuevas pers-
pectivas a la pregunta: ¿qué tipo de control judicial debe 
ejercer la CtIDH en casos en contra de un Estado en el 
cual se ha implementado un PMR? Particularmente, a 
la pregunta: ¿qué tipo de ordenes de reparaciones debe 
adoptar esta corte en este tipo de casos? Primero, el aná-
lisis presentado arriba ha demostrado que el punto de 
vista según el cual la CtIDH debe limitarse a un enfoque 
de caso individual en sus órdenes de reparaciones en 
los casos examinados, es injustificado desde una pers-
pectiva jurídica, analítica y normativa. La práctica in-
ternacional en materia de derechos humanos, la propia 
jurisprudencia de la CtIDH y la práctica constitucional 
comparada en materia de derechos fundamentales res-
pecto a formas generales de control judicial por parte de 
tribunales de derecho público, proveen los principales 
fundamentos jurídicos de esa conclusión.127
Además, este artículo propone un enfoque alterna-
tivo al de caso individual y a la deferencia casi incon-
dicional a PMR por parte de la CtIDH. Propone un 
enfoque en el que la CtIDH examina las características 
de los PMR aplicables a los casos individuales presenta-
dos ante este Tribunal. Específicamente, la CtIDH debe 
evaluar primero si un determinado PMR cumple con 
las obligaciones del Estado en virtud de la Convención 
Americana de Derechos Humanos. En segundo lugar, 
la CtIDH debe examinar si se cumplen los requisitos 
adicionales para remitirse a un PMR específico en su 
decisión sobre reparaciones. En este estudio se han exa-
minado los diversos criterios que la CtIDH debe aplicar 
cuando haga lo primero, incluidos los que se aplican a 
PMR en su conjunto y otros criterios más específicos, 
que varían según la forma de reparación. En este trabajo 
también se ha analizado la intensidad del estándar de 
revisión que debe ejercer la CtIDH en relación con las 
principales formas de reparación. 
La práctica internacional en materia de derechos hu-
manos, la propia jurisprudencia de la CtIDH y la prácti-
ca constitucional comparada proveen las bases del enfo-
que propuesto. Estas demuestran que la CtIDH puede 
ejercer algunas formas generales de control judicial.128 
127 Ver arriba la sección denominada ‘Un Enfoque de caso individ-
ual: un análisis crítico’, subsección ‘Limitarse a un enfoque de caso 
individual en los casos estudiados es injustificado teniendo en cuenta 
los poderes de la CtIDH’.   
128 Ver arriba la sección denominada ‘Un Enfoque de caso individ-
Además, la CtIDH ejercería en estos casos una forma 
general de control judicial relativamente limitada. Pri-
mero, existiría una política nacional de reparaciones, es 
decir, un PMR en el país en cuestión. Segundo, como 
se analizó arriba, el control por parte de la CtIDH res-
pecto a algunos aspectos de un PMR específico sería 
probablemente de baja intensidad. Adicionalmente, el 
enfoque propuesto toma en consideración los princi-
pales aspectos de la cuestión analizada mejor que otras 
posiciones que han sido sugeridas. Este enfoque pre-
servaría el rol de supervisión de la CtIDH en materia 
de reparaciones y, lo que es más importante, los PMR 
se someterían a control judicial por parte de esta corte. 
En particular, este enfoque garantizaría que la CtIDH 
evalúe si un determinado PMR cumpla con estándares 
internacionales aplicables a esos programas, cubriendo 
elementos sustantivos y elementos relacionados con el 
proceso. También garantizaría otros objetivos del SIDH, 
como la protección efectiva de los derechos humanos,129 
el cual es razonable afirmar que se aplica a todas las 
víctimas en la misma situación en un país determina-
do. A este respecto, el enfoque propuesto garantizaría 
la coherencia de las reparaciones concedidas y un trato 
en condiciones de igualdad a las víctimas de violaciones 
de los derechos humanos en la misma situación en los 
países involucrados. Esto sería muy importante debido 
a las condiciones que suelen prevalecer en los entornos 
de transición, en particular el número considerable de 
víctimas involucradas y los recursos limitados de que 
disponen los Estados miembros del SIDH para satisfa-
cer las numerosas necesidades de estas sociedades.
Finalmente, este artículo contribuye al análisis de 
temas más amplios de mucha importancia, tales como 
las condiciones bajo las cuales la CtIDH puede ejercer 
formas generales de control judicial. Esta investigación 
hizo esto teniendo en cuenta aportes analíticos y desar-
rollos recientes en la práctica internacional en derechos 
humanos y en la adjudicación comparada en materia de 
derechos fundamentales en esta materia. 
ual: un análisis crítico’, subsección ‘Limitarse a un enfoque de caso 
individual en los casos estudiados es injustificado teniendo en cuenta 
los poderes de la CtIDH’.   
129 Ver por ejemplo, CTIDH. el Derecho a la Información sobre 
la Asistencia Consular, Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 
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